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La lucha contra la explotación sexual comerc i a l
tiene muchos frentes y re q u i e re del compromiso y
acciones conjuntas de todos los sectores nacionales
y de la cooperación internacional entre Estados. Es
necesario trabajar tanto en la prevención del pro b l e-
ma, en la atención a los niños, niñas y adolescentes
víctimas o en riesgo de serlo y, finalmente, en el ám-
bito de la sanción a los explotadore s .

En relación con este último aspecto, los instru m e n-
tos de derecho internacional como el Convenio 182 de
la OIT, la Convención sobre los Derechos del Niño y su
Protocolo Facultativo relativo a la venta de niños, la
p rostitución infantil y la utilización de niños en la porn o-
grafía y la Convención contra la delincuencia org a n i z a-
da trasnacional y el Protocolo que la complementa pa-
ra reprimir y sancionar la trata de personas, especial-
mente mujeres y niños1, son todos muy claros en esta-
blecer para los Estados Parte la obligación de legislar y
sancionar penalmente las conductas de explotación se-
xual comercial de niños, niñas y adolescentes.

Muchos de estos instrumentos internacionales ya
han sido ratificados o están en proceso de serlo por
parte de los gobiernos de la región y al respecto hay
un gran avance. Además, el compromiso político asu-
mido en relación con esta problemática es ya una re a-
lidad en los países de América Central y República Do-
minicana y se traduce en la participación de altos re-
p resentantes gubernamentales en numerosos en-
c u e n t ros internacionales, como los Congresos Mun-
diales contra la explotación sexual comercial de niños,
niñas y adolescentes (Estocolmo 1996, y Yo k o h a m a ,
2001), las consultas regionales y de seguimiento a los
mismos (Montevideo 2001, San José, 2004) y los en-
c u e n t ros subregionales de carácter técnico y político
(San José, 2003, Tegucigalpa 2004 y San José, 2004).

Estos compromisos se están desarrollando en los
países de la subregión a través de amplios pro c e s o s
nacionales de discusión para la adecuación de las nor-
mas penales que sirven de herramienta indispensable
para la sanción de quienes explotan a los niños, niñas
y adolescentes a través de cualquiera de sus formas y
modalidades: actos sexuales remunerados, espectá-
culos públicos o privados de carácter sexual o erótico,

a través de la producción y distribución de porn o g r a f í a
infantil y adolescentes, a través de la trata, el tráfico o
la venta de niños, niñas y adolescentes o a través de la
p romoción de actividades de turismo sexual.

Los procesos ya han dado frutos importantes en El
Salvador (2003) y Panamá (2004). Estos países, junto
con Costa Rica (1999), cuentan con amplias y avanza-
das re f o rmas penales para la sanción de estas conduc-
tas e incluyen normas para la prevención de este fenó-
meno, como es el caso de la Ley 16 de Panamá. Hay
que destacar además que en la actualidad están en dis-
cusión y trámite importantes procesos de re f o rma penal
en esta materia en Nicaragua, Honduras y Guatemala. 

Con este nuevo número de ¡Ya es hora! alto a la
explotación sexual comercial de niños, niñas y adoles-
centes esperamos colaborar en la reflexión sobre el
tema de las re f o rmas penales en materia de explota-
ción sexual comercial y contribuir particularmente con
los países que aún están en este proceso, llamando la
atención sobre la importancia de que estas re f o rm a s
se adecuen a los mínimos establecidos por los instru-
mentos internacionales sobre este tema. 

Este número contiene la conferencia magistral
que el Dr. Muntarbhorn dictó en la “Reunión técnica
s u b regional de OIT/IPEC- E C PAT International para
la definición de contenidos básicos sobre la explota-
ción sexual comercial de niños, niñas y adolescentes
en las legislaciones penales y de definición de un
p rograma de trabajo estratégico para apoyar la
a p robación de dichas re f o rmas en cada uno de los
países de Centroamérica, Panamá y República Do-
minicana”, llevada a cabo en octubre de 2003 y en
la cual participaron alrededor de 60 expertos legales
y/o profesionales vinculados con la temática de los
d e rechos de la infancia y la adolescencia. Como re-
sultado de este encuentro se acord a ron mínimos pe-
nales que pueden ser consultados en: http://www.
ipec.oit.or.cr/region/areas/esc/publicaciones.shtml

Este boletín temático también contiene insumos
de especialistas en tema de la reforma legal en la
región, para la eliminación de la explotación se-
xual comercial de niños, niñas y adolescentes. 

1 En adelante se denominarán, respectivamente, “Convenio 182”, “CDN”, “Protocolo Facultativo”, “Convención contra el Crimen Organizado”
y “Protocolo de Palermo” o “Protocolo de Trata”

Editorial
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En esta exposición trataré el tema del desarrollo
legislativo penal contra la explotación sexual co-
mercial de los niños, niñas y adolescentes, particu-
larmente algunos de los avances en esta área. Pa-
ra ello, partiré de la pregunta “¿Buenas prácticas
alrededor del mundo?” para ponerme a prueba en
términos de análisis. 

El término Explotación Sexual Comercial (ESC)
de Niños, Niñas y Adolescentes que hemos estado
usando, ESC, ya está definido desde la Primera Con-
f e rencia Mundial en Estocolmo de 1996 como
“abuso sexual por parte de un adulto y re m u n e r a-
ción de algún tipo, remuneración monetaria, en
efectivo o en especie (en especie significa algo de
v a l o r, no necesariamente dinero) que cambia de
manos, dado a los niños o a una tercera persona o
personas.” Esta fue la definición en Estocolmo, aun-
que no es perfecta, es un punto de partida en térm i-
nos de lo que significaba este fenómeno por allá de
1996 y no hemos tenido una mejor definición que
ésta internacionalmente. Aunque la definición de
Estocolmo no pertenece a un tratado, sí pertenece a
un plan global de acción, que es lo que se conoce
como política de ley blanda. Desde este punto de
vista estamos incluyendo al menos tres tipos de ac-
tividades, (1) prostitución infantil-hay muchas defini-
ciones localmente y hay una definición intern a c i o-
nal; (2) pornografía infantil; y (3) trata de niños, ni-
ñas y adolescentes con propósitos sexuales. Estas
son las tres áreas principales que abarcamos inter-
nacionalmente con el término “Explotación sexual
c o m e rcial de niños, niñas y adolescentes”.

Tenemos un marco internacional que está evo-
lucionando. Tenemos muchos viejos tratados con
respecto a la esclavitud, y no debemos olvidar que

la explotación sexual comercial de los niños, niñas,
m u j e res y otros es un tipo de esclavitud, ya que de
un modo u otro se somete a una persona a otra co-
mo un objeto. Las mujeres, los niños, son triste-
mente tratados como objetos, cosas o lo que llama-
mos “enseres”. Esta es otra palabra-bienes mue-
bles. A las personas las tratan tristemente como es-
clavas. Tenemos muchos tratados de derechos hu-
manos, y tenemos la Convención sobre los Dere-
chos del Niño (el CROC, por sus siglas en inglés), la
que casi todos los países aquí han firm a n d o .

Además, tenemos el Convenio 182, que es una
estructura operacional para nosotros con una re-
comendación adjunta para ayudar con la planifi-
cación nacional. Además, tenemos otro convenio
adicional para atacar el problema de la trata, que
contiene una definición global, aunque muy com-
pleja, de ese fenómeno. Diría que es una defini-
ción terrible, pero es la que se ha propuesto. Así
que ahora tenemos un convenio llamado el Proto-
colo sobre la Trata, adjunto al convenio principal,
la Convención contra el Crimen Organizado de
1998. Y el nombre completo es Protocolo para Su-
primir y Castigar la Trata de Personas, especial-
mente de Mujeres y Niños, que complementa la
Convención contra el Crimen Organizado, (T-O-C,
por sus siglas en inglés). Además, tenemos el Pro-
tocolo Facultativo del CROC en los temas de venta
de niños, prostitución infantil y pornografía infantil,
el que muchos países ya han firmado. 

Y también tenemos convenios regionales con
algunos enlaces internacionales conocidos, co-
mo el Convenio sobre el Crimen Cibernético ini-
ciado por Europa, pero abierto a la firma de
o t ros Estados. 

Leyes Penales contra la Explotación Sexual Comercial 
de Niños, Niñas y Adolescentes:

“Buenas Prácticas alrededor del mundo”
Profesor Vitit Muntarbhorn2

2 El profesor Muntarbhorn es especialista Internacional, Profesor de Derecho de la Universidad Chulalongkorn de Tailandia, ExRelator Especial
de Naciones Unidas para el tema de la venta de niños, prostitución y pornografía infantil (1990-1994). Este documento es una transcripción
editada de su participación como invitado especial en la reunión técnica subregional de OIT/IPEC-ECPAT International para la definición de
contenidos básicos sobre la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes en las legislaciones penales y de definición de un pro-
grama de trabajo estratégico para apoyar la aprobación de dichas reformas en cada uno de los países de Centroamérica, Panamá y Repúbli-
ca Dominicana, desarrollada en San José/Costa Rica, del 7 al 9 de octubre de 2003.
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Ahora a los abogados y a otros les gustaría ver al-
gunas definiciones, y aquí les pregunto: ¿piensan
que estas son buenas definiciones para ser usadas
en un nivel nacional? Vienen de tratados intern a c i o-
nales, y realmente deberíamos cumplirlas porque los
hemos firmado. Deberíamos realmente adherirn o s
a ellos en términos de definiciones. 

Antes de nuestras leyes, antes del Código Penal,
el protocolo de la CROC tiene una definición de
prostitución infantil, y esta es: “El uso de un niño o
niña en actividades sexuales a cambio de una re-
muneración o cualquier otra forma de considera-
ción”. Esta es la definición de prostitución infantil,
y ningún abogado la encontraría fácil. Remunera-
ción: se entiende, algún dinero o algo a cambio.
Pero, ¿qué significa consideración3? Bueno, es un
término que se usa en el derecho consuetudinario
(sistema inglés). Consideración en el derecho con-
suetudinario significa algo de valor y es utilizado
aquí como un término legal. No es fácil. No signi-
fica que está siendo “considerado” con usted. Se
trata de un significado legal que ahora está siendo
integrado en este tratado internacional con el sig-
nificado de “algo de valor”. 

La pornografía infantil se define como “cual-
quier representación por cualquier medio de un ni-
ño o niña comprometido en actividades sexuales
explícitas, reales o simuladas, o cualquier repre-
sentación de las partes sexuales de un niño o ni-
ña”. La característica dominante es la representa-
ción con propósitos sexuales. Esta es la definición
internacional de pornografía infantil, que cubre a
niños y niñas de menos de 18 años de edad. Aho-
ra veo esto y es muy fácil e incluso bromeo acerca
de esta situación: mi padre me tomó una fotogra-
fía cuando tenía 2 años de edad, yo era de escasa
estatura, estaba desnudo. Solo llevaba dos cosas.
¿Qué llevaba? Llevaba unas botas rojas y una go-
rra, a la edad de 2 años. ¿Es esto una fotografía
pornográfica infantil? ¿Se considera esta foto mía
como pornografía infantil? ¿Qué creen? ¿No? No,
no. Tenemos que aclarar esto a la gente. No es
una representación con propósitos sexuales; está
bien, allí estoy yo desnudo con botas puestas y una

g orra sin tener nada que ver con propósitos sexua-
les. Pero tristemente, en muchas situaciones, los
niños en poses similares también tienen una pose
adicional, la cual está relacionada a la actividad
sexual. Como la de una niña con los ojos venda-
dos, maniatada, desnuda, las piernas bien abiertas
forzadas sugiriendo un acto sexual. Eso es más que
pornografía infantil. También pienso que es sadis-
mo, pero eso sería pornografía infantil. 

Otra pregunta es, ¿cubre esto al teléfono, los
mensajes telefónicos, un mensaje telefónico por-
nográfico rudo? ¿Piensan que lo cubre? Bueno, la
definición dice “por cualquier medio”. Así que po-
dría estar abierto a la interpretación y cubrir imá-
genes enviadas por teléfono. Así que no sólo son
visuales, como fotografías, sino incluso auditivas. 

Otra dificultad es, ¿cubre a la pornografía en-
viada por computadoras? Pienso que debería ha-
cerlo porque dice “simulada.” Simulada debería
cubrir a las computadoras, pero tenemos un pro-
blema. ¿Cubre a los dibujos animados en las com-
putadoras? Y tenemos ahora muchos casos, uno
famoso en los Estados Unidos de Norte América
en donde la corte dijo “No, la ley sobre pornogra-
fía infantil no cubre los dibujos animados”, a me-
nos que se pueda demostrar que están basados en
un niño real.

Pero en Europa, algunas leyes como la de Aus-
tria están abiertas a la interpretación para cubrir
incluso los dibujos animados. 

Esta definición hace surgir muchos temas para
discusión. Un problema es que en este Protocolo la
posesión de pornografía infantil por sí misma, para
uso personal no está cubierta. Este protocolo no cri-
minaliza la posesión de pornografía infantil para
uso privado, sólo la criminaliza si es distribuida, es
d e c i r, el uso público, no así privado. Sin embarg o ,
las leyes de muchos países en Europa cubren la po-
sesión para uso privado, como la del Reino Unido. 

Tengo otra pregunta para ustedes: el correo basu-
ra llega a las computadoras cada día, un día usted se

3 Nota del editor: En el texto oficial en español del Protocolo esta palabra fue traducida como “re t r i b u c i ó n” lo cual no conlleva las mismas
dificultades técnicas que el término “contribución” del inglés y al que hace re f e rencia el Pro f. Muntarbhorn .
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conecta y le llega pornografía infantil a su panta-
lla. ¿Está en posesión de pornografía infantil en
ese momento? ¿Está cometiendo un hecho ilegal
al ver eso en su pantalla en ese momento? Esta es
una situación muy real; no es compleja pero es
una situación de la vida diaria. ¿Qué piensan? ¿Es-
tá en posesión-ilegal-en estos países? Bueno, yo le
pregunté a la INTERPOL. Ellos dicen: “Sólo es ile-
gal como posesión si baja la pornografía de la red
a su computadora, según las leyes de aquellos paí-
ses que han ilegalizado la pornografía infantil a
través de la posesión”. Pero sin que la baje de la
red, el hecho es que ésta llega a la pantalla, en ese
caso no está haciendo nada malo. Así que no la
baje de la red y no intente ver pornografía infantil,
aún una muestra, porque la Internet no es algo
anónimo. La policía está navegando a través de la
Internet y podrían navegar hasta usted. 

Tenemos una definición mayor. Una definición
global de lo que es trata en el nuevo Protocolo de
Trata. Es una definición muy larga que evolucionó
de los gobiernos a través del compromiso. Y esto
es la razón de por qué es tan larga. Si intenta tra-
ducir esto al tailandés sería imposible, aún en in-
glés es complicado. La leeré para ustedes: “la cap-
tación, el transporte, el traslado, la acogida o la re-
cepción de personas recurriendo a la amenaza o al
uso de la fuerza u otras formas de coacción, al
rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder de
una situación de vulnerabilidad o a la concesión o
recepción de pagos o beneficios para obtener el
consentimiento de una persona que tenga autori-
dad sobre otra, con fines de explotación”. Esto es
lo qué los gobiernos han logrado. El punto básico:
¿qué significa trata? Básicamente, en mi defini-
ción, es la transferencia de una persona con el pro-
pósito de explotación. Se debe enfatizar el elemen-
to explotación; en otras palabras, el terminar en
prostitución o trabajo infantil en una fábrica, eso
es trata. Y trata y tráfico son diferentes. Traficar es
sólo cruzar la frontera ilegalmente con la ayuda de
alguien. Pero la trata podría implicar cruzar una
frontera, pero también podría ser interna, no hay
necesariamente un cruce de frontera. Si cruza una
frontera y llega a un burdel, eso es trata; si cruza
la frontera con la ayuda de alguien y no llega a un
burdel y está muy feliz de haber cruzado la fronte-
ra, eso es tráfico. Así que para la trata, debemos

enfocarnos y acercarnos más al elemento explota-
ción que la hace diferente de traficar. El tráfico es
un crimen contra el Estado. La trata es un crimen
contra la persona, así como también contra el Es-
tado, pero sobre todo es un crimen contra la per-
sona, y tiene un fin que es la explotación y que in-
cluye: sexo, trabajo, esclavitud, servidumbre, extir-
pación de órganos, etc. Así que no sólo es por se-
xo, pero en este contexto en que nos encontramos
hablando, es sólo acerca de sexo. ESC es sólo
acerca de sexo, y trata es más que sexo ya que
puede ser para adopción, para carreras de came-
llo, para matrimonio, para matrimonio falso, para
casamiento a temprana edad y todo tipo de cosas,
y quizás órganos también, así que la trata es un
término más amplio, pero para nuestro propósito
hoy, vamos a hablar solo sobre trata sexual. 

Y tenemos sistemas regionales con leyes re g i o n a-
les que no deberíamos olvidar. Tenemos tratados de
d e rechos humanos regionales. Tenemos el famoso
Sistema Regional de Derechos Humanos Interame-
ricano, el cual tiene cierta relación en estos temas.
Tenemos la Convención Interamericana sobre Tr á f i-
co Internacional de Menores, y varios países son
parte de esta Convención. Y esto provee un valor
a g regado porque significa cooperación regional. Y
luego como un ejemplo cerca de nosotros en Ta i l a n-
dia, tenemos en Asia del Sur el Convenio India-Pa-
kistán-Sri Lanka-la Asociación de Asia del Sur para
la Cooperación Regional sobre el Convenio de la
Trata y para Combatir la Trata de Mujeres y Pro s t i t u-
ción de Niños y Niñas 2002. Ese convenio re g i o n a l
c u b re sólo sexo. 

¿Qué hay acerca de los sistemas legales nacio-
nales? Esto es el porqué estamos aquí. Bueno, te-
nemos diferentes sistemas legales nacionales que
nunca son iguales. Depende de donde sea usted,
así la propuesta podría ser un poco diferente. Te-
nemos el sistema de derecho consuetudinario ba-
sado en casos de las cortes. No hay códigos, pero
hay estatutos de leyes criminales especiales, decre-
tos de leyes criminales, tales como el Decreto de
Inglaterra sobre Ofensas Sexuales. No es un códi-
go, pero es muy amplio. Es casi como un código
criminal, pero no es un código porque el sistema
inglés esta basado principalmente en decisiones de
la corte. Aquí tenemos el sistema de derecho civil
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que es nuestro sistema, basado en el código Napo-
leónico, el cual fue luego transferido a España, a
Alemania y luego llegó a esta región. Y en mi país
también tenemos el derecho civil. Este sistema tie-
ne códigos penales y de procedimientos penales.
Está también el derecho socialista, no hay muchos
de ellos de izquierda, pero tenemos una amistosa
nación socialista en el Caribe encabezada por un
gentil hombre de una larga barba que usa una go-
rra. Aún está allí y la ley socialista también se ba-
sa mucho en el sistema de código, pero sujeta a in-
terpretación en términos intervención del estado. Y
luego tenemos el derecho consuetudinario y el de-
recho religioso, y no quiero que olviden este. Pien-
so que es muy importante. Y en mi región tiene
gran impacto en la ley penal. ¿Qué hay con su
gente indígena? ¿Qué de sus leyes consuetudina-
rias en Costa Rica o en los países vecinos? Tengan
esto en mente por favor.

La mayoría de las leyes nacionales fueron adop-
tadas antes del Protocolo CROC y el Protocolo so-
bre Trata. Así que la pregunta interesante es:
¿Hasta adónde estamos yendo al adaptar nuestras
leyes nacionales para que se conformen a los Pro-
tocolos CROC y el de Trata? Debido a que más y
más de nuestros países lo están firmando. Y bajo
la CDN, como saben, estamos tratando con la pro-
tección para personas menores de 18 años. Y, por
supuesto, en los últimos diez años la mayoría de
nuestros países han sido influenciados por esta
Convención. Es la revolución judicial y legal. Ha
habido reformas a las leyes en toda parte: el Códi-
go de los Niños, el Estatuto para el Adolescente, y
etc., en casi todos los países. Y tenemos una sec-
ción especial en la CDN que tiene que ver con la
Explotación Sexual-artículo 34: “Los estados
miembro se comprometen a proteger al niño y la
niña de todas las formas de explotación y abuso
sexual y con este propósito ellos deberán tomar
medidas nacionales y multilaterales para evitar el
inducimiento o coerción para que un niño o niña
se involucre en cualquier actividad sexual prohibi-
da por la ley, la explotación de los niños en prosti-
tución, u otras prácticas sexuales prohibidas por la
ley, y la explotación de niños y niñas en acciones y
materiales pornográficos”. Esto es lo que dice la
CDN. Y el artículo 35 de la misma es sobre la trata,
pero escrito de una manera más corta; no define

lo que es trata: “los estados participantes deberán
tomar medidas para evitar el rapto, venta o tráfico
de niños para cualquier propósito o forma”. Pero el
Protocolo Facultativo y el Protocolo de Trata sí con-
tienen definiciones de lo que es prostitución y por-
nografía infantil. Cuando vemos nuestras propias
leyes penales nacionales, tenemos una variedad
diferente.

Número uno: muchas constituciones ahora se
refieren a los Derechos de los Niños y las Niñas y
aún cuando sus constituciones no son necesaria-
mente leyes criminales; ellas tienen algún impacto
sobre la ley criminal. La constitución tailandesa se
refiere a los derechos de los niños y las niñas, pro-
tección contra la violencia, artículo 53. La constitu-
ción de África del Sur se refiere a los derechos hu-
manos incluyendo a los niños y las niñas. La cons-
titución de Namibia se refiere a los derechos de los
niños y las niñas. Las nuevas constituciones ahora
se refieren directamente a los Derechos de los Ni-
ños y las Niñas y/o los derechos humanos. 

Dos, tenemos códigos penales y criminales, el
Código Penal, en la mayoría de países de derecho
civil, por supuesto, incluyendo a Centro y América
del Sur, si no a todos, es la ley principal que cubre
a ESC; es la principal, y las reformas. 

Tres, tenemos las leyes de protección a niños y
niñas las cuales son también muy nuevas. El Códi-
go de los Niños y las Niñas, El Estatuto sobre los
Niños y las Niñas, el Decreto de Protección a los
Niños y las Niñas. Según la información está en
Brasil, Honduras, Costa Rica, Nicaragua, Repúbli-
ca Dominicana y otros. Estas son leyes nuevas, y
pregunto: ¿Cuál aplicamos? ¿Se aplica el código
criminal, el código penal, y/o aplica la ley de pro-
tección a los niños y las niñas? 

Y luego tenemos las leyes específicas, especia-
les. Para mí es lo mismo. Las leyes especiales con-
tra la prostitución infantil, la pornografía, la trata.
Por ejemplo, Japón tiene una ley para castigar ac-
tos relacionados a la prostitución y la porn o g r a f í a
infantil que realmente enmienda la ley criminal.
Tenemos una nueva ley en los Estados Unidos sobre
las víctimas de trata, el Decreto sobre la Prot e c c i ó n
contra la Violencia. Es una ley muy amplia, y pien-
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so que va más allá de la ley criminal. Habla de ele-
mentos tales como la prevención al dar ayuda hu-
manitaria a otros países. Así que esta es ahora la
ley especial en los Estados Unidos sobre la trata. Y
esta ley especial promueve el monitoreo por parte
de los Estados de las prácticas en los países sobre
la trata, y hay un reporte en todos nuestros países
s o b re el tema de la trata. Y los Estados Unidos aho-
ra ha puesto a todos nuestros países en difere n t e s
niveles, nivel 1, los buenitos; nivel 2, los de en me-
dio; nivel tres, los malitos. Me pregunto a mí mismo
¿Estados Unidos está entre los buenos o los malos? 

También tenemos las leyes de procedimientos.
Por ejemplo, procedimientos amigables para el ni-
ño tales como enlaces de video, sistemas de pro-
tección para la víctima y los testigos (en general,
no particulares para los niños). Algunas de estas
leyes han enmendado el código de procedimientos
criminales, otras son leyes especiales. También se
tienen muchas otras leyes como las laborales. ¿Po-
demos o no usar las leyes laborales para proteger
a los niños y las niñas? En mi país se usa el Decre-
to de Lugares de Entretenimiento, que puede con-
trolar hoteles y clubes nocturnos y hay muchas
otras leyes que interactúan con el fenómeno de la
explotación sexual pero que no llevan este nombre,
como por ejemplo la Ley Civil de Compensación
por Daños y Perjuicios que es una ley civil (no cri-
minal) que tiene relevancia en este tema. 

Ahora si miramos a la totalidad de estas leyes,
hay varios temas unidos a ellas: (1) terminología
en la definición; (2) ley substantiva; (3) procedi-
mientos; (4) sanciones; (5) cumplimiento; (6) se-
guimiento, y (7) cooperación. No podemos esca-
par de estos elementos. Veámoslos desde el ángu-
lo bueno y el no tan bueno. 

Terminología y definición. En el nivel de asun-
tos nacionales respecto a la explotación sexual de
niños y niñas no son necesariamente llamados
ESC; estos son llamados de otras formas. Se ven
las definiciones y los términos: violación (violación
se usa a menudo para cubrir la ESC), acto sexual
aparece en muchos códigos, faltar el respeto, ex-
plotación sexual, proxenetismo, abuso a la modes-
tia, agresión sexual, rapto, secuestro, etc. Muchos
de estos términos están en nuestras leyes, y se

usan para cubrir situaciones de explotación sexual
en los casos que ya se están enjuiciando. 

¿Qué hay acerca de la ley substantiva, la nú-
mero dos? Bueno respecto a la ley substantiva, mi
primera pregunta es, ¿Cuál es la edad para dar
protección? Y mi preferencia es a favor de aclarar
que se está protegiendo a las personas menores de
18 años, absolutamente. Sin hablar de consenti-
miento. Protección absoluta contra el crimen. No
lo enrede con la edad de consentimiento. La edad
de consentimiento tiene que ver con la sexualidad
ordinaria en una manera de crecimiento, y cuándo
o no debería tener sexo, en términos de consenti-
miento. Sino que aquí estamos protegiendo a los
niños del crimen. Pero difiere de un país a otro.
Ahora en Tailandia, Estados Unidos de Norte Amé-
rica y Japón, es 18 años. En Irlanda es 17 años.
Australia, Bélgica, Holanda, Nueva Zelanda, Sui-
za, Reino Unido, es 16 años. Los países nórdicos y
Francia es 15 o 14 años. Así que es más bajo, aun-
que sus leyes son muy buenas, pero pienso que la
edad de protección debería subir. Ahora tenemos
mejoras como en Tailandia, Estados Unidos, Ja-
pón, Italia, donde la protección absoluta es para
los menores de 18 años de edad. 

Y tenemos ofensas más específicas y elementos
de crimen que están evolucionando. Nuevas leyes
contra la prostitución y la pornografía infantil. Co-
mo ejemplo tenemos la ley de Japón contra la por-
nografía infantil. Tenemos leyes contra la posesión
de pornografía infantil. En la mayoría de países eu-
ropeos, tenemos leyes contra la pornografía infan-
til virtual que es generada por computadora, por
ejemplo, en Austria y Alemania. Pero tenemos un
problema en los Estados Unidos. Si los dibujos ani-
mados son virtuales, entonces no están cubiertos
bajo la ley en los Estados Unidos. Tenemos nuevas
leyes en lo que respecta a trata de niños en Esta-
dos Unidos de Norte América, las Filipinas y Tailan-
dia que ahora cubre a los niños y niñas menores; y
cubriría también a las mujeres adultas. 

Tenemos el interesante fenómeno de la crimi-
nalización de los clientes. Castigar expre s a m e n t e
a los clientes lo tenemos ahora en Francia, en
Tailandia y Suecia; se castiga a los clientes que
generalmente buscan sexo con prostitutas, no s ó-
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lo con niños en prostitución. En Suecia, si es cliente,
usted es responsable criminalmente, no la pro s t i t u t a .
Pe ro no se conoce de muchos enjuiciamientos. A la
policía no le gusta enjuiciar a los clientes. En Ta i l a n-
dia tampoco hay muchos casos de este tipo. La ley
tailandesa cubre a los clientes de aquellos que sean
m e n o res de 18 años de edad, a los niños en pro s t i-
tución o pornografía, así que es diferente de Suecia,
donde es más radical ya que los clientes son re s p o n-
sables de buscar sexo, con cualquiera, un adulto o
un niño en el negocio de la pro s t i t u c i ó n .

Tenemos leyes contra el turismo sexual, usando
las palabras “turismo sexual” en Irlanda y en Austra-
lia. Tenemos leyes contra exhibiciones de sexo en Ta i-
landia y en las Filipinas. Es muy interesante que en la
ley australiana las palabras “turismo sexual” apare z-
can en el nombre del decreto; es el Decreto de Tu r i s-
mo Sexual con Niños y Niñas que sin embargo no
define turismo sexual. En la ley se habla de actos se-
xuales con los niños y niñas; pero no usa la palabra
turismo sexual cuando se va a los elementos. Y lo
que es interesante con la ley de turismo sexual es que
c u b re no sólo los actos de los individuos, sino tam-
bién cubre la actuación de las compañías que org a-
nizan los viajes sexuales. Así que es un valor agre g a-
do y ya ha habido un enjuiciamiento exitoso de una
compañía en Australia o Nueva Zelanda. 

Y luego tenemos otro avance que es la ley extra-
t e rritorial por los delitos de un ciudadano o un re s i-
dente de un país si cometió el crimen contra niños
o niñas en el extranjero. Y la mayoría de los países
e u ropeos, Australia, Nueva Zelanda, alrededor de
30 países ahora tienen estas leyes extra-terr i t o r i a-
les. ¿Cómo operan? La ley sueca es extra-terr i t o r i a l
y puede cubrir los actos sexuales de un ciudadano
de ese país cometidos en algún otro lugar fuera de
Suecia. Y si este caballero o dama escapa del país
de destino de vuelta a Suecia, el fiscal puede acu-
sarlo con base en la ley extra-territorial sueca, que
c u b re los actos fuera del país. Tailandia tiene una,
p e ro no de enjuiciamiento. La mayoría de los enjui-
ciamientos han tenido lugar en Alemania, que han
sido muy enérgicos en el cumplimiento de las leyes
s o b re esto y hay muchos casos. 

Procedimientos. Tenemos muchas leyes nuevas y
viejas, pero particularmente nuevas leyes respecto a

p rocedimientos amigables para los niños y las niñas,
para pro t e g e r, particularmente re s p e t a r, a la víctima
y al testigo. En Alemania, Francia, Australia, Nueva
Zelanda, Tailandia tenemos los enlaces de video. La
ley australiana tiene las conferencias de video. Po r
ejemplo, hubo un enjuiciamiento en Fiji y en lugar
de hacer que el niño fuera a Australia a rendir de-
claración, hubo una conferencia en video desde Fi j i
enlazada con la corte en Australia. Este fue un nue-
vo procedimiento, y fue más sensible que llevar el ni-
ño desde Fiji a una corte en Australia; esto no hu-
biera sido agradable, sino un ambiente extraño.
También hay nuevas cortes, cámaras, para tratar
con la ESC. Por ejemplo, África del Sur y Alemania
tienen un tipo de corte que trata con esto.

Para esto, hay que tener en mente también la
diferencia entre el sistema de ley consuetudinaria y
el sistema de ley civil. El sistema de ley consuetudi-
naria es acusatorio, mientras que el sistema de de-
recho civil es inquisitivo. El primero, deja a las par-
tes la función de hacer preguntas al niño y el juez
no interviene mucho, mientras que en el sistema
de derecho civil, en nuestro sistema, el juez tiende
a hacer las preguntas, no los abogados. Por ello,
tenemos un problema en el sistema de derecho
consuetudinario donde se da un gran interrogato-
rio, agresivo, a los niños. Este es un asunto del cual
se está hablando. 

Tenemos otro asunto de procedimientos: ¿pue-
den las organizaciones no gubernamentales litigar
a favor de los niños y las niñas? En un caso muy fa-
moso en Francia, una ONG francesa y el UNICEF
litigaron contra un pedófilo francés. Bajo la ley ex-
tra-territorial de Francia, el pedófilo había cometi-
do un crimen en Tailandia contra un niño. En Fran-
cia es posible que las ONG litiguen, lo cual es co-
nocido como un sistema de partes civiles. Las
ONG se inscriben con las autoridades, y a través
de una parte civil, puede litigar como un deman-
dante, como un fiscal. 

Sanciones. La mayoría de los países se están
moviendo hacía penas más severas. En la última
propuesta de reforma a la ley en el Reino Unido,
en Inglaterra, por posesión de pornografía se está
proponiendo subir a sanciones de hasta más de 10
años de prisión. En los viejos tiempos, la posesión
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de pornografía infantil podría haber sido una sen-
tencia suspendida, el juez no estaba interesado en
una cosa pequeña. Pero hoy día es algo grande. Y
tenemos muchas reformas y sanciones más seve-
ras, incluso algunos países pretenden la pena de
muerte. Ahora, ¿quiere usted eso? Tailandia tiene
la pena de muerte, yo no estoy de acuerdo. Las Fi-
lipinas tienen la pena de muerte. El público quiere
la pena de muerte, pero eso es en contra de la co-
rriente internacional, sin embargo muchos países
la están adoptando. Tenemos la compensación ci-
vil. En Suecia, es posible que una corte conceda
compensación civil al mismo tiempo que una san-
ción criminal. Así en el caso concerniente al ciuda-
dano sueco que había sido enjuiciado por un deli-
to extra-territorial, en presencia del niño en Tailan-
dia, el ciudadano sueco fue multado al mismo
tiempo que fue encarcelado por el crimen sexual
contra el niño tailandés, pero creo que la corte lo
metió en prisión sólo por unos seis meses. Usted ve
que es sólo una pequeña sanción. Y él fue libera-
do muy rápido. A los suecos no les gusta mucho
meter gente a la cárcel. 

C u m p l i m i e n t o , gran asunto. Todo alrededor de
n o s o t ros. Tenemos algunos buenos ejemplos, algu-
nos rescates, algunos enjuiciamientos, múltiples in-
cursiones policíacas repentinas en conjunto con
o t ros 10 países en muchas situaciones sobre la por-
nografía (la Operación Catedral de este año 2003),
y muchos países se han unido particularmente con-
tra la pornografía infantil en la Internet. Y los arre s-
tos han conducido a la captura o recolección de
cientos de miles de materiales de pornografía in-
fantil. Cientos de miles cada vez. Algunos nuevos
casos de cumplimiento que también vemos son por
ejemplo Camboya que nunca había tenido un caso
sino hasta hace unos tres años, ahora tienen un en-
juiciamiento exitoso. Costa Rica, como ustedes sa-
ben, también. Otros países: Filipinas contra pedófi-
los extranjeros. Pe ro tengan cuidado, esto no es so-
lo un asunto de pedófilos extranjeros; lo es también
de clientes locales. Y Japón, es muy interesante co-
mo les dije, la nueva ley de Japón contra la porn o-
grafía infantil. Este país solía ser uno de los más
grandes países con pornografía infantil, ahora ya
no lo es tanto. Se ha ido, de modo que la ley pue-
de ayudar con los enjuiciamientos y los japoneses
pueden enorgullecerse del hecho de que Japón es-

tá mejor, pero puede que no este mejor en algún
o t ro lado. Es el síndrome de que aparece y desapa-
rece. Y al mismo tiempo, tenemos que pensar en
unidades especiales. Muchos países están adoptan-
do unidades especiales. Creo que Costa Rica tam-
bién ha ido en este rumbo. Y también en la Inter-
net, las fuerzas especiales en este ámbito como las
de Austria, Nueva Zelanda, etc. Y tenemos el fenó-
meno del enlace de funcionarios, policías que han
sido destacados en otros países para monitorear un
poco. ¿Tienen esto los países centro a m e r i c a n o s -
una coordinación con los oficiales en los otros paí-
ses? ¿No? ¿Tampoco sobre las drogas? ¿Existe al-
guna policía de Costa Rica en otros países monito-
reando las drogas? Bueno, ustedes deberían tratar
de hacerlo, y deberían tener un enlace regional de
oficiales para bajar los costos. Los países nórd i c o s
tienen un enlace regional para bajar los costos. Us-
tedes podrían tener una coordinación de oficiales
c e n t roamericanos estacionados en... no sé, Améri-
ca del Sur, en Asia, o donde sea, donde las cosas
estén calientes, donde haya problemas. 

S e g u i m i e n t o . Hemos encontrado a los pedófi-
los; los hemos puesto en prisión. ¿Qué sucede des-
pués? Bueno, hay un gran debate. Desde el punto
de vista del niño/a, por supuesto, necesitamos leyes
e infraestructura para darles seguimiento a las víc-
timas, permitirles a los niños y niñas un re t o rno se-
g u ro. El seguimiento de los ofensores sexuales es
un área difícil. Se debate acerca de re g i s t ros de
o f e n s o res sexuales. No tenemos una posición esta-
blecida. En el Reino Unido, creo que ha funciona-
do bien. Pe ro ustedes saben que los medios de co-
municación siempre quieren la lista, pero la lista de
e x -o f e n s o res no es un documento público; es con-
fidencial y no debería ser entregada a menos que
exista una orden de la corte. Esa es la posición en
el Reino Unido. Y ahora tenemos leyes similare s
pendientes en Francia, incluida la prohibición de
trabajo. En Bélgica, a usted también se le pro h í b e ,
si usted es un ex-o f e n s o r, trabajar con niños y niñas. 

C o o p e r a c i ó n . Los que re f u e rzan la ley y otros tie-
nen que unirse. Tenemos muchos memorandos de
entendimiento (MOU por sus siglas en inglés). Por el
lado bueno, particularmente en la no penalización
de la víctima de trata y su re t o rno seguro. Te n e m o s
ahora el MOU bilateral Ta i l a n d i a -Camboya. Te n e-
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mos el MOU de tres partes en Tailandia entre el go-
b i e rno, las ONG y otras. Tenemos cartas de inten-
ción en Suiza, etc. También tenemos cooperación
de ley blanda en el sector privado: la evolución de
códigos de conducta y la interacción de los pro v e e-
d o res de servicios de la Internet en líneas de apoyo.
Los códigos de conducta son también auto- re g u l a-
dos, ley blanda donde la industria se auto monitore a
y se presiona ante la presión de grupo, presión con-
tra los malhechores. Tenemos algunos re t o s .

¿Buenas prácticas? 

1) La edad de protección es muy baja en algunos
países, aunque conocemos de algunas mejo-
ras: Japón, Estados Unidos, Tailandia, Italia,
ahora protegen a las personas menores de 18
años. Pero en otros países, también los países
europeos, es aún muy baja. En España, pienso
que solía ser 12 años de edad.

2) Aunque el fin debería ser el criminalizar y castigar
a los explotadores y no a las víctimas, el niño es, a
veces, tristemente castigado en la práctica. Nece-
sitamos promover la no penalización de las vícti-
mas. Y necesitamos mirar otras leyes que a menu-
do discriminan a los niños y a las mujeres: (a) una
ley anti-prostitución. Aquí no es un problema por-
que la prostitución no es ilegal en los países cen-
t roamericanos, pero si lo es en Tailandia, y mu-
chas mujeres y niños son capturados bajo la ley de
p rostitución y luego son encerrados como pro s t i t u-
tas. (b) las leyes nacionales de justicia juvenil. Mu-
chos países aún tienen leyes muy estrictas llama-
das leyes relacionadas con la delincuencia juvenil.
Pe ro lamentablemente no tienen una pro p u e s t a
humana. Encierran muy fácilmente a los niños si
los encuentran en las calles, si están vagando,
etc., pero ellos están atrapados al mismo tiempo
en la red del sexo. Y (c) la ley de inmigración na-
cional. Muy difícil pero muy importante. ¿Cómo
asegurar que la ley de inmigración nacional no
e n c i e rre en prisión a las víctimas de trata? En mu-
chos países aún son encerrados. Estocolmo, Yo k o-
hama, todos claman por la no encarcelación, la
no penalización. El protocolo sobre trata dice
que deberíamos tratarlos como víctimas, lo que
implica que no se debería encerrar a la gente en
la cárcel de inmigración. Pe ro el cumplimiento de

la ley es pobre, de baja prioridad. Ustedes saben
de esto. Todas las cinco “C”: corrupción, confabu-
lación, clientelismo, camaraderismo y crimen. Y
también un limitado entendimiento por parte de
las autoridades, incluyendo a policías, jueces, fis-
cales y oficiales de inmigración. Los jueces a me-
nudo dan sentencias muy livianas; piensan que es
poca cosa, particularmente sobre la porn o g r a f í a
infantil. Pe ro hoy en día estamos presionando a
los jueces para que piensen de forma difere n t e .
Las sanciones deberían ser mayores. 

3) C a rencia de leyes en muchas áreas, tales como la
posesión de pornografía infantil y problemas con-
c e rnientes a si la posesión es para uso privado.
Japón ha probado que con esta nueva ley que la
ley realmente puede ayudar, la pornografía infan-
til está desapareciendo en Japón, aunque podría
estar brotando en algún otro lugar. Canadá aho-
ra criminaliza la posesión para uso público, pero
las cortes en Canadá han dicho que no castigan
la posesión para uso privado. La carencia de san-
ciones, las pequeñas sentencias que hemos esta-
do oyendo, y que a veces no hay suficiente segui-
miento de los criminales después de haber cum-
plido su sentencia en la cárcel. Pe ro tengamos
p resente los derechos humanos de todos. No hay
suficientes leyes y la implementación del cumpli-
miento para atacar a los clientes que piden el ser-
vicio. Tenemos una ley sueca muy radical; sin em-
b a rgo, no estoy seguro si funciona. Pe ro ustedes
saben que con las leyes criminales no sólo las
p rueba a través de los casos; éstas establecen
una norma ética. Aún si no se tienen muchos ca-
sos, la ley criminal es importante. Aún la necesi-
tamos. Dice “no” para que la gente re c u e rd e .
Aún si no tenemos casos, es un acto moral, y
al mismo tiempo es legal. Y luego, finalmente,
no quiero que olviden algunas de las leyes
consuetudinarias, las leyes religiosas le dan
desventajas a la víctima. En Asia occidental,
por ejemplo, existe el requerimiento que para
p robar una violación debe haber al menos
c u a t ro testigos, la mujer o la chica va a pasar
un mal rato con eso, así que sea fuerte. Hay
muchas cosas buenas acerca de la ley consue-
tudinaria, pero también algunas cosas difíci-
les. Y, por supuesto, como saben, algunas le-
yes religiosas a veces no son tan delicadas.
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Cuando se interpreta conservadoramente, las
m u j e res son azotadas, son apedreadas, en el
Ta l i b á n .

El asunto de la prueba de edad e identidad. A
menudo se tiene que probar la identidad de un ni-
ño, pero muchos niños de nuestros países no tienen
documentos de identificación, por lo que si no se
puede encontrar el certificado de nacimiento esta
condición no debería ser tan rigurosa. En algunos
países, como Australia y Alemania, no se tiene que
p robar la identidad real del niño. Si se hace una es-
timación aproximada a través de la evidencia médi-
ca, está bien, lo que es suficiente para las cortes. Y
en los casos de pornografía, en las cintas de video
donde hay muchos niños, en Alemania si usted co-
noce la identidad de un niño eso es suficiente. No
tiene que probar la identidad de todos los niños. Los
países se están acomodando más acerca de esto. 

Otra situación, ¿necesita hacer una denuncia?
En muchos países aún el niño o el re p resentante de-
be hacer una denuncia. Ya no hay necesidad de es-
to en Bélgica. Un artículo en un periódico es sufi-
ciente como para investigar e iniciar un enjuicia-
miento. Pe ro en Holanda usted aún necesita una
denuncia. Tenemos el problema de los niños que tie-
ne que aparecer en las cortes de los adultos. Te n e-
mos muchas cortes juveniles, infraestructura espe-
cial para niños, pero sólo en el caso de que sean los
t r a n s g re s o res. Las cortes juveniles alrededor del
mundo tratan a los niños que son delincuentes. En
Tailandia, las cortes juveniles con infraestructura es-
pecial son para los niños que trafican drogas, está
bien. No para el niño que es víctima de trata sexual.
La víctima de trata sexual va a una corte de adultos;
es muy extraño en cierto modo, y luego él o ella son
i n t e rrogados por una corte de adultos, pero como
dije hay mejoras en África del Sur y en Alemania. 

Y los procedimientos también involucran otras
cosas como el período de prescripción. ¿Cuál es el
plazo limite para el enjuiciamiento? Muchos países
ahora están cambiando sus leyes. Cuándo cuenta
el período de prescripción, el tiempo, la fecha de
expiración, cuenta ahora desde la mayoría de edad
del niño, no desde la fecha cuando ocurrió el he-
cho. El hecho pudo haber acaecido cuando el niño
tenía diez años de edad. Con un período de pre s-

cripción de diez años, eso no es mucho tiempo, pe-
ro si ese período cuenta desde la mayoría de edad,
sea desde los 18 años, usted tiene otros diez años
más después del cumplimiento de esa edad para
tomar acciones y proteger al niño, a la persona.

No hay suficiente atención a la ley y práctica pa-
ra prevenir la corrupción. Es un problema mundial.
Podemos hacer mejor las cosas y hay muchas
ideas: la selección de buenas autoridades, salario
adecuado, seguridad social y sentencias, sancio-
nes monetarias, la sociedad civil verificando el
cumplimiento de las leyes. Me gusta el país que
tiene una sociedad civil y una junta ordinaria civil
que monitorea como la policía. 

Tampoco hay suficientes equipos multidiscipli-
narios para ayudar a los niños. Si va a la corte, la
policía, los jueces, no son muy amigables con los
niños. Se necesita un amigo, quizás un psicólogo,
se necesita gente especialmente entrenada. 

Finalmente, algunas prácticas preferidas 

U n o , c reo que debemos enfatizar, como todos sa-
bemos, no sólo las leyes sino también la calidad del
cumplimiento de la ley, ese es el nombre del juego.

Dos, mientras hablamos de la ley criminal, tene-
mos espacio para hablar más de la ley criminal co-
mo parte de la prevención del problema. Y, ¿qué
acerca de que la ley ayude con ingresos para la fa-
milia, crédito, ahorros, la ley para ayudar al desa-
rrollo, la ley para asegurar el acceso a la escuela?
El camino más importante no es el camino de la
ley criminal, sino la ley para tener acceso a la es-
cuela, y que permanezca allí, y ayudar a la familia
para que el niño se quede allí. Esa es la verdadera
prevención antes de ser atrapado en la red a la
cual se le aplicará la ley criminal. La ley para pre-
venir la discriminación y la criminalidad.

Tres, necesidad de más compromiso y la ley co-
mo incentivo para el cumplimiento de leyes de ca-
lidad. Para prevenir la corrupción, escoger buenos
policías, recompensarlos bien. 

Cuarto, necesidad de mejora sustantiva de las
leyes en muchos frentes. Cobertura en todos los
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aspectos de ESC, ¿quiere usar el término pro s t i t u c i ó n
infantil en el nuevo código? Sí usted usa el térm i n o
p rostitución infantil, pornografía infantil, ahora tiene
definiciones internacionales. ¿Quiere obrar de acuer-
do a ellas? Bueno, sus países están firmando, de mo-
do que realmente se debería actuar de acuerdo con
ellas. 

Pero estos son mínimos básicos; no son máxi-
mos. Se pueden hacer las cosas mejor que en el
derecho internacional. Los tratados internaciona-
les son el mínimo, no el máximo. Elevar la edad
hasta los 18, descarta la necesidad de hacer de-
nuncias y promover los procedimientos amigables
con los niños y de sensibilidad de género. 

C i n c o , defensa de una ley contra el factor deman-
da, particularmente cliente y usuario, particularm e n-
te a nivel nacional y del crimen transnacional. 

Seis, hay una necesidad de nuevas garantías de
seguridad y dignidad de las víctimas. Sin discrimi-
nar, sin criminalizar, sin penalizar y con el retorno
seguro a la casa, particularmente las víctimas de
trata. Pónganlo bien claro en la ley por favor.

Siete, búsqueda de las sanciones adecuadas
contra los explotadores mientras se abarca tam-
bién su rehabilitación sicológica. La Declaración y
Agenda de Estocolmo, el Plan de Acción, no sólo
busca sanciones contra los pedófilos; dice fíjese en
el estado psicológico y déle tratamiento también.
Algunos pueden ser ayudados; algunos están más
allá de la ayuda; pero algunos pueden ser ayuda-
dos sicológicamente. 

O c h o , variedad de sanciones, no meramente la
prisión. La ley de trata de las Filipinas posibilita con-
fiscar los bienes. Con la ley contra el lavado de dine-
ro de Tailandia se puede confiscar bienes respecto a
la explotación sexual, y usarlos para ayudar a las víc-
timas y para buscar la indemnización por la ley civil.

Nueve, seguimiento de casos a largo plazo, po-
niendo énfasis no sólo en lo físico, sino también en
lo sociológico, social, recuperación sicológica y
reintegración de las víctimas. El seguimiento y fina-
lización a largo plazo. Ayudar al niño; ayudar a la
familia; ayudar a la comunidad. 

D i e z , p romoción de propuestas integrales para
tratar a las víctimas como sobrevivientes. A ellos les
gusta ser conocidos como agentes de cambio. Y en
Estocolmo, en Yokohama, se les conoció como líde-
res. Ellos lo saben; hicieron lo máximo; se ayudaro n
a sí mismos de la mejor forma; no son gente desam-
parada. 

O n c e , f o rzar la cooperación entre las org a n i z a c i o-
nes del gobierno, organizaciones no gubern a m e n t a-
les, del sector privado, organismos internacionales y
los re p resentantes de los niños y las niñas como una
f u e rza vigilante contra la explotación sexual comer-
cial de los niños, con verificación contra el poder
abusivo que incluya tratados de sistemas mutuos,
memorandos de entendimiento, enlaces y otros. 

Y finalmente, maximizar la capacidad de constru i r
que vaya de acuerdo con la ley, a través de la infor-
mación, la educación, aumentar la concientización,
toda la socialización, concientización de la ley y otras
acciones. Una de las anomalías reales es esta, exis-
te una máxima legal: ignorantia non lex escusat, to-
dos los abogados la conocen. La ignorancia de la ley
no es excusa, pero es una máxima tonta porque de-
bería ser paralela al hecho de que el estado debería
estar obligado a difundir la ley. ¿Por qué deberíamos
p resumir que conocemos la ley cuando el Estado no
la difunde? De modo que necesitamos una nueva
máxima: “el Estado también difunde la ley” .

Del mismo modo involucrar a los grupos de inte-
resados, incluyendo familias, niños y niñas, el sector
privado y aún más allá. Allí estamos. Así que no
q u i e ro que olviden la voz de los niños y las niñas.
Ellos quieren una respuesta suya, nuestra. Nos hicie-
ron un llamado en Yokohama. Esta es una cita de su
llamado en Yokohama a finales del 2001. El Con-
g reso Mundial de Yokohama, el más reciente. Esto
fue lo que ellos dejaron como un llamado final:

“Cuándo tendremos un mundo en el cual la vi-
da se base en cuidar, compartir, amor verdadero y
protección para todas las sociedades y los indivi-
duos de toda forma de abuso, discriminación y ex-
plotación, un mundo libre de explotación sexual
comercial de niños, niñas y adolescentes”. 

Muchas gracias. 
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1. Conceptualización preliminar

La explotación sexual comercial es una forma de
cosificación sexual de las personas menores de
edad a cambio de un beneficio económico, además
es una grave violación a sus derechos humanos y
una forma moderna de esclavitud. Se define como
la utilización de personas menores de edad en acti-
vidades con fines sexuales donde existe un pago o
p romesa de pago para la niña, el niño o adolescen-
te o para quien comercia sexualmente con ellos.

En esta comercialización se puede encontrar,
como primer responsable, al cliente explotador,
quien es la persona que paga o promete pagar a
la persona menor de edad o a un terc e ro, para
que esa persona menor de edad realice actos se-
xuales directamente con ella. Participan en la
ESC otros sujetos igualmente responsables, como
el explotador/comerciante sexual, quien es la per-
sona o grupo de personas que utiliza(n) a perso-
nas menores de edad para que éstas realicen ac-
tividades sexuales a cambio de una re m u n e r a c i ó n
o ventaja económica. Puede ser una actividad es-
porádica o sostenida en el tiempo. 

Es posible encontrar también al interm e d i a r i o
quien es el que realiza actividades para contactar a
c l i e n t e s - e x p l o t a d o res con el comerciante sexual o
con la víctima, o quien conociendo esta actividad,

presta un servicio que permite que ésta tenga lu-
gar sin recibir a cambio remuneración adicional.

2. El enfoque penal

El análisis que se realiza en este documento es
de naturaleza estrictamente penal. Es decir, se tra-
ta de una referencia para propuestas de legislación
que busquen sancionar penalmente a las personas
que someten a personas menores de edad a acti-
vidades sexuales comerciales.5

Se parte de la obligatoriedad de los Estados de
reprimir penalmente a estas personas, plasmada
en la normativa internacional, principalmente en el
artículo 7 del Convenio 182: “Todo Miembro debe-
rá adoptar cuantas medidas sean necesarias para
garantizar la aplicación y el cumplimiento efectivos
de las disposiciones por la que se dé efecto al pre-
sente Convenio, incluidos el establecimiento y la
aplicación de sanciones penales o, según proceda,
de otra índole” (el énfasis es agregado); y en el ar-
tículo 3 del Protocolo Facultativo, cuando se esta-
blece que: “1. Todo Estado Parte adoptará medi-
das para que, como mínimo6, los actos y activida-
des que a continuación se enumeran queden ínte-
gramente comprendidos en su legislación penal,
tanto si se ha cometido dentro como fuera de sus
fronteras, o si se han perpetrado individual o colec-
tivamente...”

Contenidos Penales Mínimos, según las Normas Internacionales, que deben
tener los Códigos en Materia de Penalización de la Explotación Sexual

C o m e rcial de Personas Menores de Edad4

4 Resumen del documento de OIT/IPEC: “Explotación sexual comercial. Contenidos penales mínimos según las normas internacionales que de-
ben tener los códigos o leyes penales en materia de penalización de la explotación sexual comercial de personas menores de edad. Docu-
mento de trabajo con recomendaciones para los países de Centroamérica, Panamá y República Dominicana” elaborado por Ivannia Monge y
Fernando Cruz, expertos legales y colaboradores del Proyecto “Contribución a la prevención y eliminación de la explotación sexual comercial
de personas menores de edad en Centroamérica, Panamá y República Dominicana”, San José, 2004.

5 Al respecto hay que señalar que a la par de la normativa penal, los Estados deben impulsar, aprobar y reformar otras leyes de naturaleza civil,
de familia, de niñez y adolescencia, e incluso de naturaleza administrativa, dirigidas a reforzar los mecanismos de tutela de derechos de las
personas menores de edad en otros ámbitos, impulsar legislación que prevenga la violencia sexual contra las personas menores de edad, y
que promuevan una educación no sexista y una educación sexual integral en el marco de las políticas públicas de prevención y atención de la
ESC. Lo que es claro es que la normativa para la prevención no sustituye ni es excluyente de la normativa penal, en los términos en que se
propone en este documento y de conformidad con la legislación internacional. 

6 Cuando este artículo se refiere a “mínimo” y en este documento se hace mención a “contenidos mínimos” esto implica que los Estados Parte
tienen la facultad o la potestad de ampliar los contenidos en sus legislaciones penales con el objeto de lograr una mayor tutela a los bienes
jurídicos de las personas menores de edad. Es decir, que los mismos Estados, en aras de garantizar los derechos de esas personas, pueden su-
perar los mínimos consensuados por los Estados plasmados finalmente en los instrumentos internacionales.
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Esta obligación también la encontramos en el
Protocolo de Palermo, que complementa la Con-
vención contra el Crimen Organizado, que estable-
ce expresamente en el artículo 4 la obligación de
los Estados Parte de penalizar las conductas que
según el mismo instrumento constituye este delito.

Con fundamento en esta normativa internacio-
nal, queda claro que los Estados tienen la obliga-
ción de sancionar penalmente a las personas que
sometan y realicen conductas que configuran la
explotación sexual comercial en contra de perso-
nas menores de edad, tomando en cuenta LA ES-
PECIFICIDAD de esta forma de violación de dere-
chos humanos, abarcando todas sus manifestacio-
nes y la gravedad de estas conductas. 

En este tipo de infracciones no es posible la exis-
tencia de “acuerdo” entre la persona menor de
edad y quien realiza la conducta delictiva, porque
no existe, entre ésta y una persona mayor de edad,
la igualdad que justifica un supuesto “consenso”.
Además porque los derechos humanos son irre-
nunciables y no negociables.  

Es indispensable que la legislación penal en esta
materia recoja los postulados de la Doctrina de la
Protección Integral, de conformidad con la CDN, que
reconoce la condición de “persona” a los niños, niñas
y adolescentes; desarrolla los principios de integrali-
dad, universalidad e inviolabilidad de los derechos hu-
manos de las personas menores de edad; adjudica el
estatus de “sujetos de derechos” a las personas me-
n o res de edad sin discriminación alguna y establece
que la tutela de sus derechos tiene prioridad, de
a c u e rdo con el principio de interés superior del niño/a.

3. El principio de no discriminación

La explotación sexual comercial de personas
menores de edad implica una afectación a sus de-
rechos humanos, y está determinada por las rela-
ciones desiguales de poder y la consiguiente con-
dición de desventaja social en la que se encuen-
tran las víctimas por el hecho de ser niño o niña
agudizada por razones de sexo. 

En la normativa internacional sobre niñez, se re-
conoce que las personas menores de edad, por su

condición etaria, están colocadas en una relación
desigual con respecto a las personas mayores de
edad. Con la perspectiva de género y la normativa
internacional sobre discriminación contra las muje-
res, se reconoce igualmente que existe una direc-
cionalidad de la violencia contra las mujeres por el
hecho de serlo, persistiendo relaciones desiguales
de poder entre hombres y mujeres, manteniéndo-
se una discriminación basada en el sexo, en detri-
mento del cumplimiento de los derechos humanos
de las mujeres. 

De estas dos propuestas teóricas, se derivan los
principios de no discriminación por razón de edad
y de no discriminación por razón de sexo, ambos
contenidos en la normativa internacional de Dere-
chos Humanos. Integrando estas dos perspectivas,
se debe partir de que la ESC afecta a las personas
menores de edad y dentro de éstas, históricamen-
te ha impactado en mayor medida a las niñas y las
adolescentes por su condición de género. En este
sentido, la ESC implica una doble discriminación:
por edad y por sexo. También existe la condición
socioeconómica, como otra variable, y que es una
de las categorías explícitas en la descripción de lo
que podría constituir “discriminación”. 

Ahora bien, este reconocimiento no justificaría
legislar únicamente para el supuesto de que las víc-
timas sean personas - mujeres - personas menore s
de edad - pobres, porque también existen situacio-
nes que no se enmarcan en estos supuestos y que
constituyen explotación sexual comercial. La políti-
ca criminal debe formularse de manera que tutele
a todas las personas menores de edad, y no sólo al
sector más vulnerable frente a la ESC. Esta situa-
ción no impide que la legislación penal re c o n o z c a
d e n t ro de la normativa formas agravadas de ESC,
según se realice en circunstancias donde la víctima
esté en una posición de mayor vulnerabilidad. 

4. Conductas que según la legislación interna-
cional deben ser sancionadas como delitos de
ESC

Con el reconocimiento internacional de que las
d i f e rentes formas de ESC configuran violaciones
graves a los derechos humanos de las personas me-
n o res de edad, y de la obligación de los Estados de
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sancionar penalmente estas conductas, es necesa-
rio que las propuestas de reforma a la legislación
nacional se encuentren apegadas a lo que las con-
venciones establecen, por el rango constitucional
que éstas tienen para los Estados Partes.

4 . 1 . Actividades sexuales remuneradas con perso-
nas menores de edad

El Protocolo Facultativo de la CDN, define lo
que se entiende por actividades sexuales remune-
radas con personas menores de edad en el artícu-
lo 2 inciso b): “utilizar a un niño o niña en activida-
des sexuales a cambio de remuneración o de cual-
quier otra retribución”.

En esta definición es necesario analizar un con-
cepto central que es el de “actividades sexuales”,
el cual no se restringe al coito7 ya que puede ser
cualquier otra forma de relación sexual que impli-
ca el acercamiento físico-sexual de quien paga por
el cuerpo de las personas menores de edad (no ne-
cesariamente “acceso carnal”). Es legítimo recurrir
a la noción de “actos eróticos” para ampliar aún
más la protección, ya que la tutela de la integridad
de las personas menores de edad, así como la
afectación de su dignidad y de su formación, im-
pone la punición tanto de los actos sexuales como
de los actos eróticos, porque se trata de delitos do-
losos, donde el autor tiene voluntad y conocimien-
to y quiere la realización de la conducta típica. 

Los países de la región pueden ampliar la pro-
tección a las personas menores de edad, y lograr
la punición de esta forma de ESC cuando medie
“promesa de pago” u “ofrecimiento de pago” -sea
directamente a la persona menor de edad o a una
tercera persona- porque lo que determina el acer-
camiento físico-sexual con la persona menor de
edad es la mercantilización de su cuerpo, indepen-
dientemente de que el pago o la retribución se ha-
yan hecho efectivos.

Una aclaración necesaria con respecto a este
delito es que la sanción se aplica a la persona que

paga o promete pagar a la persona menor de edad
(víctima del delito) o a una tercera persona para
tener relaciones sexuales con la persona menor de
edad, no se penaliza a la víctima. El autor de es-
te delito es el que se denomina “cliente-explota-
dor”, aquel que por muchos años estuvo y sigue
impune todavía en algunos países de la región. 

Por otra parte, la CDN constituye el principal fun-
damento para que la penalización de este delito se
extienda a todas las víctimas menores de 18 años de
edad, y con ello atacar las prácticas sociales que mi-
ran como aceptable y normal la “pro s t i t u c i ó n” de
adolescentes de 12/14 a 18 años de edad, bajo la
consideración de que a esas edades cuentan con la
“libertad” suficiente para decidir si “ejercen la pro s-
t i t u c i ó n” o no, cuando en realidad esta población es
la más vulnerable a la violencia sexual, ya que no es-
tán dentro de la definición de violación sexual por la
edad (personas menores 12/14 de edad) pero tam-
poco se trata de personas adultas (mayores de 18
años), lo cual violenta los postulados de la Doctrina
de la Protección Integral, que extiende sus principios
y garantías hasta los 18 años de edad.

4.2. Pornografía con utilización de imágenes de
personas menores de edad

De la definición encontrada en la normativa in-
ternacional de esta actividad se desprende que las
conductas penalmente sancionables son: “...repre-
sentar a un niño o niña por cualquier medio con ac-
tividades sexuales explícitas, reales o simuladas, o
representar las partes genitales de un niño o niña
con fines primordialmente sexuales”8.

Las conductas prohibidas son: “ . . . p r o d u c i r,
d i s t r i b u i r, divulgar, importar, exportar, ofertar, ven-
der o poseer pornografía infantil”9. Además de
enunciar las conductas prohibidas se hace re f e-
rencia al concepto de “pornografía infantil” que
tendría que ser definido según el artículo 2 del
Protocolo Facultativo, arriba comentado. Es ne-
cesario señalar que para efectos de tipificar estas
conductas los fines son intrascendentes, por lo

7 De ahí que no sea conveniente utilizar la expresión “relaciones sexuales” porque culturalmente se equipara a coito.
8 Artículo 2 del Protocolo Facultativo. Cuando se refiere a fines sexuales, se entiende que la representación del cuerpo de niños y niñas con fines

académicos, educativos u otros fines es lícita.
9 Idem, Artículo3
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que no es necesario ni deseable incluir elemen-
tos como “con fines comerc i a l e s ” .

Uno de los temas que ha suscitado polémica en
la criminalización de las actividades vinculadas con
la pornografía de personas menores de edad, es la
inclusión de la tenencia de este material como uno
de los verbos que definen el ilícito penal. La tenen-
cia de pornografía infantil constituye, indudable-
mente, una lesión a la integridad y a la dignidad
de la persona menor de edad. No es una situación
asimilable a la polémica que suscita la criminaliza-
ción de la tenencia de drogas, porque en estos ca-
sos el consumidor es el titular del bien jurídico sa-
lud, en cambio en el caso de la pornografía, el
consumidor no es el titular del bien jurídico. 

La tutela de la integridad y de la dignidad de
la persona menor de edad surge como un bien ju-
rídico autónomo que merece la protección jurídi-
co penal. El que adquiere y posee, consciente-
mente, la pornografía infantil, cada vez que la re-
p roduce, lesiona la imagen, la dignidad y la liber-
tad de las personas menores de edad1 0 que son
gravadas previamente. De igual forma, contribu-
ye al desarrollo y prosperidad de una actividad
económica degradante, que supone la re a l i z a c i ó n
de graves delitos sexuales en perjuicio de niñas,
niños y adolescentes.

En este sentido, la discusión que pueda gene-
rarse en torno a la penalización de la tenencia de
material pornográfico debe ser abordada tomando
en cuenta las siguientes posiciones:

• La tenencia de pornografía infantil está prohibi-
da por disposición de ley internacional, en los
términos arriba indicados.

• La tenencia de este material, independientemen-
te de los fines del agente, es penalizada por cuan-
to el consumo derivado de la comercialización es
un factor que favorece y re p roduce la ESC.

• Frente al conflicto de bienes jurídicos tutelados,

la protección y tutela de los derechos de los niños
y niñas (artículo 3 CDN) priva por encima de los
d e rechos de los adultos y adultas a la libertad y a
la intimidad. Es decir, por el principio de interés su-
perior del niño/a, los Estados tienen la obligación -
en aras de tutelar los derechos humanos de las
personas menores de edad- de sancionar la tenen-
cia de pornografía infantil, y ello no implica que se
estén violentado otros derechos humanos (como la
libertad y la intimidad/privacidad, especialmente).

El fin de la conducta debe ser la utilización de
una persona menor de edad de la siguiente mane-
ra: “c) ...quien explote a un niño/a en espectáculos
o materiales pornográficos”11, y “d) utilizar, reclutar
u ofertar/ofrecer niños/as para la producción de
pornografía o actuaciones pornográficas”12

S o b re los medios, indican las normas intern a c i o-
nales, “...incluye la divulgación de pornografía infan-
til por cualquier medio (internet, videocintas, docu-
mento impresos)”1 3. Los tipos penales que sancionan
la producción, divulgación, venta, posesión inclusive
y demás actividades delictivas relacionadas con la
p o rnografía con personas menores de edad, deben
incluir una frase que diga “por cualquier medio” de
manera que el tipo penal abarque la internet, video-
cintas y los documentos impresos, y si existen otro s
medios, también quedan cubiertos por el tipo penal. 

La regulación penal debe ser formulada de ma-
nera que sancione los siguientes supuestos: a)
mostrar, exhibir, difundir, distribuir o comercializar
pornografía en general a personas menores de 18
años de edad; b) mostrar, exhibir, difundir, distribuir
o comercializar pornografía que utilice la imagen
de personas menores de edad a cualquier persona.

Sobre el tema de la tentativa y las formas de
participación, las normas internacionales también
hacen la siguiente referencia: “...tentativa, compli-
cidad y otras formas de participación, sanción a los
intermediarios”14

10 E incluso puede afectar los derechos de personas mayores de edad cuando las fotografías tomadas siendo persona menor de edad siguen 
circulando.

11 Artículo 34 CDN.
12 Inciso b) del artículo 3 del Convenio 182, y el punto 12 inciso b) de la Recomendación 190 de la OIT sobre las peores formas de trabajo in-

fantil, 1999.
13 Referencia en el Preámbulo del Protocolo Facultativo, 2000.
14 Artículo 3 del Protocolo Facultativo, 2000.
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En relación con la tentativa, ya se ha indicado que
es de necesaria aplicación las reglas de la participa-
ción incluidas en la parte general de los Códigos Pe-
nales de cada país. Los intermediarios pueden serlo
en su condición de cómplices o de instigadore s .

Finalmente, sobre la responsabilidad de perso-
nas jurídicas, el Protocolo Facultativo “...incluye la
responsabilidad penal, civil o administrativa” de las
mismas15. Tratándose de un Derecho Penal del ac-
to, y siendo que en nuestros países latinoamerica-
nos por regla general la responsabilidad penal es
personal, no es posible, a corto plazo, establecerla
a personas jurídicas, pero sí existe la posibilidad de
que se incluyan normas expresas en relación con
su eventual responsabilidad civil, la cual puede ser
reclamada en la vía penal por medio de la acción
civil resarcitoria o la querella. En relación con la
responsabilidad administrativa de personas jurídi-
cas, es posible plantear sanciones administrativas
como la suspensión o pérdida de patentes o permi-
sos municipales y el cierre temporal de los nego-
cios o sitios en los que se produjeron los hechos re-
lacionados con la ESC.

4.3. Trata de personas menores de edad con fines
de ESC

En algunos Códigos Penales, se le denomina
“trata de mujeres y de personas menores de
edad”, y en los más antiguos “trata de blancas”.
La trata de personas se ha regulado en la nor-
mativa penal como una actividad delictiva vincu-
lada a la prostitución. No obstante, el concepto
es ampliado por el Protocolo de Pa l e rmo que se
p ronuncia en general sobre “la trata de perso-
nas”, y en específico hace mención a la trata de
personas menores de edad con fines de ESC, de-
jando claro que si la acción se realiza en perjui-
cio de un niño/a con fines de explotación sexual
se considerará “trata de personas”, indepen-
dientemente del consentimiento de la víctima.
Con este instrumento, se amplía el concepto
más allá de la “pro s t i t u c i ó n”, cuando el inciso a)
del artículo 3 habla de “otras formas de explota-
ción sexual”.

Según este Protocolo, la definición trata de per-
sonas menores de edad con fines de ESC incluye
los siguientes elementos: captar, transportar, trasla-
dar y acoger o recibir a personas menores de 18
años de edad recurriendo o no a la amenaza, el
uso de la fuerza y otras formas de coacción, el rap-
to, el fraude, el engaño, el abuso de poder, la situa-
ción de vulnerabilidad, la concesión o recepción de
pagos o beneficios para obtener el consentimiento
de una persona que tenga autoridad sobre otra con
fines de explotación sexual16

En los Códigos Penales de la región, es reco-
mendable que el tipo penal contemple todas y ca-
da una de las conductas recogidas en esta descrip-
ción, y por tratarse de personas menores de edad
con fines de explotación sexual, debe incrementar
la pena (que puede ser denominado como “trata
de personas agravado”) con respecto a la pena de
la trata de personas en general. 

Algunas de las circunstancias que se re c o m i e n-
dan en la agravación de la pena son las siguientes:
víctima menor de 18 años de edad; fines de explo-
tación sexual; utilización de engaño, violencia físi-
ca, intimidación o coacción; situación de necesidad
o vulnerabilidad (pobreza, minoridad, discapaci-
dad, dependencia, discriminación sexual o étnica);
relación de poder o de autoridad (puede ser un po-
der formal como la policía, o no formal como un lí-
der religioso); relación de confianza entre el autor y
la víctima (que se re f i e re a vínculos de amistad, no-
viazgo u otros vínculos afectivos, etc.); relación de
p a rentesco entre el autor y la víctima (en estos vín-
culos, se recomienda incluir aquellos que son deri-
vados de relaciones de hecho, no formalizadas, por
ejemplo, la unión de hecho, relaciones de pare j a
sin convivencia, y también el parentesco por afini-
dad, además de consanguinidad).

El artículo 4 del citado Protocolo hace re f e re n c i a
al carácter transnacional de estos delitos y a la par-
ticipación de un grupo delictivo organizado y en el
artículo 5.2 incisos a) y b) hace re f e rencia a la ten-
tativa y la complicidad en las conductas descritas
a n t e r i o rmente. En este aspecto, las legislaciones

15 Artículo 3 inciso 4 del Protocolo Facultativo, 2000.
16 Ver artículo 3, ídem
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penales nacionales deben cubrir estos supuestos
mediante las reglas de la participación de la parte
general de cada Código Penal, de manera que la
punición alcance a todos los partícipes: autores (y
autores mediatos), cómplices e instigadores. La fi-
gura de los intermediarios debe ser subsumida a
una de estas formas de participación, dependien-
do del dominio del hecho. La diversidad de verbos
que podrían definir la acción delictiva, como la de
promover, facilitar o favorecer, incluyen al interme-
diario. En estos delitos se estima que la gravedad y
trascendencia de los bienes jurídicos tutelados,
desdibujan las diferencias que tradicionalmente se
hacen entre un intermediario y un coautor.

4.4. Venta de personas menores de edad

En el Protocolo Facultativo, artículo 2 inciso a),
se define como: “transferir a un niño o niña a otra
persona a cambio de una remuneración o de cual-
quier otra retribución...”

En relación con la competencia territorial, se es-
tablece en el artículo 3 párrafo 1 de este mismo
Protocolo, que los actos o actividades descritos an-
teriormente deberán ser comprendidos en la legis-
lación penal del Estado Parte tanto si se han come-
tido dentro como fuera de sus fronteras.

4.5. Turismo sexual

Este fenómeno aparece en la normativa inter-
nacional cuando se menciona la importancia de
aunar esfuerzos entre los Estados para lograr el
castigo de los responsables de la ESC, pero no es
un término que forme parte de las definiciones:
“Cooperación internacional para el castigo de los
responsables de actos de venta de niños, prostitu-
ción infantil y utilización de niños en la pornografía
o el turismo sexual”17

La recomendación que se hace en relación con
esta modalidad, es crear un tipo penal que sancio-
ne conductas que están fuera de otros tipos pena-
les relacionados, como el de proxenetismo y el de
actividades sexuales remuneradas con personas

menores de edad, y se podría recurrir a la técnica
de tipificar como autoría conductas que pueden
ser sancionadas por complicidad.

El tipo penal de turismo sexual podría incluir
conductas como promocionar la ESC dentro y fue-
ra de un país por diferentes medios, ya sea crean-
do sitios web donde se incluya información que
promocione a un país como destino de ESC, etc.

4.6. Esclavitud sexual

El Estatuto de la Corte Penal Internacional hace
referencia a la esclavitud sexual, en los siguientes
términos: “A los efectos del presente Estatuto, se
entenderá por “crimen de lesa humanidad” cual-
quiera de los actos siguientes cuando se cometa
por parte de un ataque generalizado o sistemático
contra una población civil o con conocimiento de
dicho ataque: (...) g) violación, esclavitud sexual,
prostitución forzada, embarazo forzado...”18

No obstante, sólo define “esclavitud” en los
mismos términos en que lo hace la Convención so-
bre la Esclavitud (1926) que tampoco hace refe-
rencia a la esclavitud sexual, pero sí define lo que
se entiende por “esclavitud” en general: “Es el es-
tado o condición de un individuo sobre el cual se
ejercitan los atributos del derecho de propiedad a
algunos de ellos” (artículo 1)

Y la trata de esclavos comprende: “Todo acto
de captura, adquisición o cesión de un individuo
para venderle o cambiarle, todo acto de cesión por
venta o intercambio de un esclavo, adquirido para
venderle o cambiarle, y en general todo acto de co-
mercio o de transporte de esclavos” (artículo 1)

Por esta razón, no se cuenta con una definición
en la normativa internacional de lo que ha de en-
tenderse por esclavitud sexual, no hay una descrip-
ción de las conductas que abarcan este concepto,
pero sí se hace referencia en la Convención suple-
mentaria sobre la abolición de la esclavitud, la tra-
ta de esclavos y las instituciones y prácticas análo-
gas a la esclavitud, de 1956, como instituc i o n e s

17 Artículo 10.1 del Protocolo Facultativo, 2000
18 Artículo 7 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, 1998
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análogas a la esclavitud sexual que se re l a c i o n a n
con ESC, están:

• quien pague en dinero o en especie a los padres-
/madres, al tutor, a su familiar o a cualquier otra
persona o grupo de personas a fin de contraer
matrimonio con una mujer -sin que le asista a
ella el derecho a oponerse- (artículo 1 idem)

• quien reciba pago en dinero o en especie de otra
persona a cambio de entregar para matrimonio
a una mujer sin que le asista el derecho a opo-
nerse (artículo 1 idem)

• quien ceda a un tercero a título oneroso o de otra
manera a su esposa o a un miembro de la fami-
lia (artículo 1 idem)

La esclavitud está relacionada al dominio y su-
misión consecuente de una persona con respeto a
otra(as) de manera que su libertad y su autonomía
son anuladas. Estos conceptos relacionados con la
esclavitud e instituciones y prácticas análogas se-
rían aplicables a la ESC si estas conductas son rea-
lizadas con fines sexuales comerciales.

Se debe crear una figura delictiva que defina,
conforme a los conceptos que se han desarrollado
en el derecho internacional, lo que puede conside-
rarse como esclavitud o servidumbre. Este tipo de-
lictivo permitiría incluir algunas actividades en las
que pueden existir ESC de personas menores de
edad, pero que no pueden subsumirse dentro de
los tipos delictivos principales. 

4.7. Proxenetismo

Según la normativa internacional, se define co-
mo proxeneta en términos generales a “quien pa-
ra satisfacer las pasiones de otra concertare o ex-
plotare la prostitución de otra persona aún con el
consentimiento de tal persona”.19

Esta definición incluye un elemento que para los
conceptos actuales es intrascendente como lo es el

de “satisfacer las pasiones de otra persona”. Con
esta normativa, el tipo penal del delito de proxene-
tismo debe sancionar las conductas de “concertar”
y”explotar”. No obstante, en la doctrina y en la le-
gislación más reciente, se incluye además las si-
guientes modalidades: “promover, facilitar, inducir
y reclutar la prostitución y/o la ESC”

Además, se debe incluir las siguientes formas
de participación en el proxenetismo: “mantener
una casa de prostitución, la administre o a sabien-
das la sostuviera o participare en su financiamien-
to”20, y “quien da o tome a sabiendas en arriendo
un edificio o local o cualquier parte de los mismos
para explotar la prostitución ajena”21

Con respecto al proxenetismo que involucra a per-
sonas menores de edad, la normativa intern a c i o n a l
indica lo siguiente: “ u t i l i z a r, reclutar u ofertar/ofrecer
niños/as para la prostitución”2 2 “ o f r e c e r, entregar o
a c e p t a r, por cualquier medio, un niño o niña con fi-
nes de explotación sexual”2 3, “la oferta, posesión, ad-
quisión o entrega de un niño con fines de prostitu-
c i ó n”2 4, “quien explote a un niño/a a través de la pros-
titución y otras prácticas sexuales ilegales”.2 5

Según estas definiciones, el proxenetismo no sólo
implica relaciones sexuales remuneradas con perso-
nas menores de edad, como se define el pro x e n e t i s-
mo en tratándose de víctimas adultas. Siendo ESC, el
p roxenetismo puede incluir otras formas de explota-
ción sexual como la utilización de personas menore s
de edad en espectáculos sexuales y en “otras prácti-
cas sexuales ilegales”, y así debe redactarse el tipo
penal, de manera que abarque otras formas de ESC
además de las relaciones sexuales re m u n e r a d a s .

También es necesario recalcar que el tipo penal
se consuma sin que interese si la persona que lo re a-
liza lo hace con fines de lucro, o no. Este elemento
debe ser eliminado de los tipos penales de pro x e n e-
tismo, así como la re f e rencia a “la satisfacción de
los deseos ajenos o de otras personas”.

19 Artículo 1 del Convenio para la represión de la trata de personas y de la explotación de la prostitución ajena, 1949
20 Artículo 2 del Convenio para la represión de la trata de personas y de la explotación de la prostitución ajena, 1949.
21 Artículo 2 del Convenio para la represión de la trata de personas y de la explotación de la prostitución ajena, 1949.
22 Artículo 3 inciso b, Convenio 182, 2000.
23 Artículo 3 incisio 1.a.i del Protocolo Facultativo, 2000.
24 Artículo 3 inciso 1.b del Protocolo Facultativo, 2000.
25 Artículo 34 inciso b) de la CDN.
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Lo recomendable es que se formule un tipo pe-
nal de proxenetismo simple, donde se tipifique y se
sancionen las conductas relacionadas con la ex-
plotación de la prostitución de personas adultas, y
luego, un tipo penal de proxenetismo agravado,
donde se incluyan los siguientes supuestos: que la
víctima sea persona menor de 18 años de edad;
que las conductas sancionadas sean de explota-
ción sexual comercial; que exista un vínculo de pa-
rentesco entre el autor(a) y la víctima. Incluye
aquel derivado de vínculos de hecho (convivencia
de pareja, noviazgo, etc.); que exista una relación
de poder, de dependencia o de confianza entre el
autor(a) y la víctima, independientemente de que
exista vínculo de parentesco; que exista engaño,
violencia, intimidación, coacción, abuso de autori-
dad o situación de necesidad para la víctima.

4.8. Rufianería

La rufianería consiste en que una persona se ha-
ce mantener total o parcialmente por otra, explo-
tando las ganancias provenientes de la pro s t i t u c i ó n
o la ESC de ésta. El elemento central de este delito,
según se ha valorado recientemente, es la coac-
ción, la imposición que hace una persona sobre
otra para que la mantenga con las ganancias que
le genere la prostitución o la ESC. La norma inter-
nacional más cercana al delito de rufianería es la
siguiente: “quien explote la prostitución de otra per-
sona, aún con el consentimiento de tal persona”2 6

En este caso es conveniente que se aplique la
técnica recomendada, de formular un tipo penal
base de rufianería, que incluya como elemento ob-
jetivo del tipo, la coacción o cualquier condición
que debilite la voluntad de la víctima, creando,
además, una figura agravada, en los casos en que
la víctima sea una persona menor de edad. En es-
te último supuesto, debe eliminarse la coacción co-
mo elemento objetivo del tipo, que es admisible
cuando el sujeto pasivo es mayor de 18 años de

edad. La trascendencia constitucional que tiene la
protección de las personas menores de edad, no
requiere que el sujeto activo realice una acción ca-
lificada para que se produzca el delito; pierde rele-
vancia una supuesta aquiescencia de la víctima,
cuando ésta tiene menos de 18 años.  

B.1.Otros delitos de violencia sexual relaciona-
dos con la ESC

Considerando que muchas veces, las situacio-
nes de ESC van acompañadas o tienen como an-
tecedente violaciones sexuales y/o abusos sexua-
les y que la ESC es una forma -no la única- de vio-
lencia sexual contra las personas menores de
edad, la re f o rma penal de estos tipos penales de-
be necesariamente abarcar la revisión y re f o rm a
de la parte especial de los Códigos Penales, a
efectos de lograr una legislación congruente que
se fundamente en los principios de la Doctrina de
la Protección Integral y en los preceptos norm a t i-
vos desarrollados en la CDN, en la Convención de
Belem do Pará y en el Estatuto de la Corte Pe n a l
I n t e rn a c i o n a l .

Algunos de los delitos que tradicionalmente exis-
ten en los Códigos Penales y que deberían ser re v i s a-
dos son los delitos de: violación sexual, abuso sexual
contra personas menores de edad, delitos de estupro
y sodomía, delitos de rapto y el delito de corru p c i ó n .2 7

5. Normas penales de fondo y procesales rela-
cionadas con la aplicación de los delitos de
E S C

5.1. Modificaciones de las normas penales sus-
tantivas o generales

5.1.1. Reglas sobre prescripción. La debilidad 
de la tutela judicial efectiva.

La potestad de someter a una persona a un pro c e-
so penal es un poder que re q u i e re límites que logre n

26 Artículo 1 del Convenio para la represión de la trata de personas y de la explotación de la prostitución ajena, 1949.
27 En este trabajo no se profundizará en relación con el tema de las reformas a estos delitos por superar el objetivo específico del mismo. Para
profundizar sobre este tema véase: “OIT/IPEC. Explotación sexual comercial. Contenidos penales mínimos según las normas internacionales que
deben tener los códigos o leyes penales en materia de penalización de la explotación sexual comercial de personas menores de edad. Documen-
to de trabajo con recomendaciones para los países de Centroamérica, Panamá y República Dominicana” elaborado por Ivannia Monge y Fernan-
do Cruz, expertos legales y consultores del Proyecto “Contribución a la prevención y eliminación de la explotación sexual comercial de personas
menores de edad en Centroamérica, Panamá y República Dominicana”, San José, 2004.



Reformas penales para combatir la explotación sexual comercial de personas menores de edad
Boletín Temático No.3

21

asegurar el debido proceso, el derecho a la justicia de
la víctima y el principio de igualdad entre las partes. 

En esta materia deben encontrarse soluciones
que permitan establecer un adecuado equilibrio
e n t re el principio de pro p o rcionalidad y la tutela
judicial efectiva que merece la persona menor de
edad que ha sufrido los graves efectos de la ex-
plotación sexual comercial. Esta ponderación de
v a l o res puede justificar, en algunas hipótesis, la
i m p rescriptibilidad de algunas infracciones. Aq u í
se introduce además un concepto importante que
influye en la definición de la prescripción: si el in-
fractor puede ejercer un dominio que le asegura
su impunidad frente a las agencias de persecu-
ción y juzgamiento, no puede admitirse la pre s-
cripción, porque la víctima no ha podido ejerc e r,
como corresponde, su derecho a una tutela judi-
cial efectiva y el Estado no ha podido re a c c i o n a r
como correspondía. Se trata de hechos muy gra-
ves en los que el sujeto activo generalmente man-
tiene un control absoluto sobre la capacidad de
reacción de las víctimas, de tal forma que en estas
condiciones es posible proponer que cuando se
trata de estas infracciones, los delitos sean impres-
criptibles. 

Los diversos plazos de prescripción previstos pa-
ra los delitos, reflejan necesidades de orden políti-
co criminal, así como la inevitable selectividad del
derecho penal. La trascendencia del bien jurídico
protegido determina, conforme al principio de pro-
porcionalidad, el plazo de prescripción, que en el
caso de los delitos vinculados con la ESC de perso-
nas menores de edad, es de tal entidad y trascen-
dencia, aunado a la clara manifestación de una
grave asimetría, según se refirió supra, que sin vio-
lentar los límites de razonabilidad, se justifica que
sean delitos imprescriptibles. 

5.1.2. Delitos internacionales. Neutralización 
del principio de doble incriminación.

Es necesario incorporar el principio de Justicia
Universal o también llamado de justicia mundial,
cuando se trata de delitos en que existe la ESC de

personas menores de edad. No se aplican en estos
casos las limitaciones que imponen los principios
de personalidad, territorialidad o el real o defensa.
Por tratarse de conductas que han alcanzado espe-
cial trascendencia para la comunidad internacio-
nal, a ésta le interesa que todos los Estados tengan
legitimidad en su persecución y juzgamiento. 

La internacionalización de estos crímenes supe-
ran la visión nacionalista que orienta los tradicio-
nales principios de territorialidad, personalidad y
de protección. Impera de esta forma una visión
cosmopolita, en la que el ius puniendi se desliga de
su adscripción a la soberanía nacional y se convier-
te en una misión de cooperación internacional, al
servicio de valores humanos que no responden a
los limitados horizontes locales o nacionales.28

Esta disposición tiene la ventaja que excluye el
requisito de la doble incriminación, pues en un país
se juzgaría por esos delitos, “...independientemen-
te de las disposiciones vigentes en el lugar de la co-
misión de la conducta punible...” El requisito men-
cionado se convierte en fuente de impunidad, por-
que es probable que en otros países no sólo se to-
leren las acciones vinculadas a la ESC de personas
menores de edad, sino que no se encuentran cla-
ramente tipificadas como acciones criminales. La
transnacionalización de este tipo de actividad de-
lictiva, especialmente el turismo sexual y la porno-
grafía con utilización de imágenes de personas
menores de edad, encontraría en el principio de
doble incriminación el mejor aliado para asegurar
su impunidad.

5.1.3. Supuestos del perdón judicial. Efectos del 
matrimonio entre el sentenciado y la víctima

En algunas legislaciones, se prevén disposicio-
nes que permiten el perdón al infractor que ha in-
c u rrido en delitos que lesionan la libertad sexual
de personas menores de edad, lo que evidencia la
tradicional trivialización que ha imperado en la va-
loración social y judicial frente a las acciones lesi-
vas a la dignidad y la libertad sexual de las perso-
nas menores de edad. 

28 Rodríguez Mourullo, “Derecho Penal- Parte General”- Ed. Civitas. España. 1977- p.166.
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El perdón judicial siempre se autoriza en casos
en los que existe una evidente reducción del juicio
de re p roche por la acción criminal cometida, de tal
f o rma que el perdón judicial se convierte en una
f o rma de extender los efectos de una causal que re-
duce el juicio de re p roche por el hecho delictivo co-
metido (culpabilidad disminuida); sin embarg o ,
cuando se trata de situaciones de ESC o abusos se-
xuales en perjuicio de personas menores de edad,
no es admisible una reducción del juicio de re p ro-
che por el hecho. Salvo que se mantengan los arr a i-
gados prejuicios que le dieron sustento a una cultu-
ra que invisibilizó los derechos de las personas me-
n o res de edad y su dignidad, no podría justificarse
un perdón judicial frente a acciones tan graves. 

El panorama analizado se agrava aún más, al
autorizar el perdón judicial en los delitos mencio-
nados, cuando el infractor promete matrimonio a
la víctima, como sucede en algunas legislaciones.
No existe ninguna razón político criminal para con-
siderar que frente a hechos tan graves, el matrimo-
nio pueda tener un efecto preventivo o rehabilita-
dor. Un acto de tanta complejidad y trascendencia
como el matrimonio, no puede convertirse en un
instrumento reparador del derecho penal. 

5.1.4. La reparación del daño (responsabilidad 
civil)

La intervención del sistema penal no sólo pre-
tende la sanción del infractor, sino que también de-
be asegurarse, hasta donde sea posible, la repara-
ción de los daños ocasionados a las víctimas. La
decisión del juez no sólo debe sancionar penal-
mente al infractor, sino que el juzgador debe tener
la posibilidad de imponer algunas medidas que re-
duzcan los graves daños, físicos y psíquicos, oca-
sionados a las personas que han sufrido graves le-
siones a su dignidad y su libertad. 

Dado que con la imposición de una sanción al
ofensor lo que se persigue es, no sólo castigar al
culpable, sino re p a r a r, en la medida de lo posible, los
daños causados a la víctima y, teniendo en cuenta,
que con la pena de prisión este segundo objetivo no
se cumple en su totalidad, se hace necesario que el
juez establezca una serie de medidas dirigidas a pa-
l i a r, hasta donde sea posible, los daños ocasionados

a la víctima de este tipo de delitos que por su espe-
cial crudeza causan importantes perjuicios tanto en
la salud física como psíquica de la persona ofendida. 

El cumplimiento de estas obligaciones debe ser
uno de los criterios que debe tomar el juzgador al
aplicar, durante la ejecución de la pena, medidas
que significan una reducción de la pena o la con-
cesión de un régimen penitenciario de confianza o
de intenso contacto con la comunidad. En la legis-
lación penal podría introducirse una disposición
que imponga otras obligaciones al condenado. La
indemnización se cancelará de inmediato a la víc-
tima y el producto de los bienes decomisados se
aplicará primero al pago de dicha obligación. 

5.1.5. El comiso

Como consecuencia accesoria que produce la
condena penal, es necesario en los casos de ESC
de personas menores de edad, establecer reglas
más precisas que permitan decomisar los bienes e
instrumentos utilizados en la ejecución de este tipo
de ilícitos, que en algunos casos, por ser una crimi-
nalidad que tiene un perfil similar al crimen orga-
nizado, se obtienen ganancias significativas y los
infractores destinan una importante cantidad de
recursos, a título de “inversión”, con el fin de con-
seguir un alto rendimiento económico.

Las normas que regulan el comiso, deben tener
un alcance mayor que las que se han utilizado tra-
dicionalmente, incluyendo las ganancias y los “in-
sumos” que invierten los infractores en la ejecución
de esta “empresa delictiva”. Los fondos no deben
sufragar actividades de investigación y represión,
sino que deben destinarse, exclusivamente, a la in-
demnización y tratamiento de las víctimas de estos
crímenes. 

5.2. Lineamientos en el área procesal

En materia procesal también deben ser conside-
radas una serie de reformas a ciertos institutos o
adecuarse la práctica actual conforme las particula-
res características de la explotación sexual comerc i a l
de las personas menores de edad y la gravedad y
trascendencia de los bienes jurídicos que tutelan los
tipos penales relacionados con esta materia.
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5.2.1. Delitos de acción pública

En relación con estas conductas delictivas, se
requiere que la acción penal sea pública. Es un he-
cho notorio que en muchas ocasiones la lesión a la
indemnidad sexual y a la dignidad de las personas
menores de edad, proviene del círculo de adultos
que ejercen sobre ellos un poder o representación,
de tal forma que las limitaciones de acceso a la
justicia y a los órganos de persecución que provo-
can los delitos de acción privada y los de acción
privada a instancia, se convierten en otro instru-
mento que propicia la impunidad. La gravedad de
los delitos de explotación sexual comercial justifica
que cualquier persona pueda denunciarlos o que
las autoridades judiciales o policiales puedan inter-
venir de oficio, no existiendo respecto de estas in-
fracciones una justificación que legitime un régi-
men de acción privado o cuasi-privado. 

5.2.2. Prohibición de conciliación

No siempre la indemnización de la víctima de
un delito grave es suficiente. Es posible que el inte-
rés social requiera algún grado de intervención. Es-
te objetivo es muy evidente en el caso de los ilíci-
tos delictivos vinculados a la ESC, por ello cabe
preguntarse si las fórmulas de conciliación cum-
plen propósitos terapéuticos, que en los casos de
comentario, es evidente que no. 

Todas las fórmulas alternativas suponen siem-
pre una exclusión total o parcial del juez y del Mi-
nisterio Público, lo que se traduce en una privatiza-
ción del conflicto que supone que los ilícitos en los
que se produce la conciliación son de escasa o me-
diana gravedad, o que siendo graves, se resuelven
muy bien con una indemnización. Sin embargo,
hay que tomar en cuenta los graves problemas de
asimetría entre víctima y victimario que pueden ser
muy serios en cualquier conciliación, pero que se
agravan aún más cuando la víctima es un persona
menor de edad que ha sufrido un grave vejamen

como la agresión que sufren las personas menore s
de edad en los hechos vinculados a la ESC y que no
se manifiesta sólo en el hecho criminal, sino que es
un proceso acumulativo de origen estructural. 

No podemos asumir una visión ingenua sobre
las relaciones de dominación que se producen en-
tre las personas, sin necesidad de que intervenga
un poder estatal formal. ¿Tendrá libertad la perso-
na menor de edad de escoger la solución más con-
veniente? La asimetría entre la víctima y el victima-
rio se puede agravar en un escenario procesal, cu-
yas formalidades no captan las relaciones de po-
der que generaron los graves abusos contra la dig-
nidad y la libertad de las víctimas.

La especial protección que merecen las personas
m e n o res de edad frente a infracciones que lesionan
su integridad y su dignidad, no justificaría pro p i c i a r
soluciones alternativas del proceso que pongan a la
víctima y al victimario en la búsqueda de un pacto
que nunca solventará los efectos, individuales y so-
ciales, que tales ilícitos han ocasionado.2 9

5.2.3. Anticipo jurisdiccional de la prueba

El anticipo jurisdiccional de prueba es un recur-
so que permite al Ministerio Público y a los jueces
asegurar los testimonios de las víctimas menores
de edad en los delitos de ESC, asumiendo que son
declaraciones que por el transcurso del tiempo
pueden sufrir diversos grados de contaminación,
entre los que pueden citarse, la presión del círculo
familiar, amenazas, coacciones de diversa índole,
que en el caso de las personas menores de edad,
puede alcanzar niveles dramáticos. 

5.2.4. Declaración protegida de la víctima

La persona menor de edad testigo re q u i e re
una serie de medidas que le protejan, mantenien-
do un razonable equilibrio, conforme al principio
de proporcionalidad30 entre los derechos de la de-
fensa, las reglas del debido proceso y los derechos

29 Opinión parcialmente contraria expresa Javier Llobet Rodríguez- “Derecho Penal Juvenil” Ilanud, Costa Rica. 2002. p.162-163. 
30 A la luz del artículo 40-3-b de la CDN, debe aplicarse un criterio amplio en aquellos casos en que en un proceso judicial la persona menor

de edad debe confrontar al acusado y presunto agresor; se impone una visión que permita equilibrar las garantías tradicionales del proceso,
frente a los derechos humanos del niño o de la niña. La invisibilidad de las personas menores de edad convirtió el juicio oral y público, en un
vergonzoso escenario que revictimiza a quien reclama una tutela judicial efectiva.
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de la persona menor de edad. En España31 y en Re-
pública Dominicana, por ejemplo, se han introdu-
cido normas que modifican la recepción de los tes-
timonios de las personas menores de edad tanto
en la etapa preliminar, como en el debate. 

En cuanto a la etapa sumarial y en la audiencia
oral, debe preverse una disposición en la que se es-
tablezca que cuando la declaración deba re n d i r l a
una persona menor de edad, el Juez, atendiendo a
la naturaleza del delito y a las circunstancias que en-
f rente el testigo, podrá acordar en resolución moti-
vada y previo informe pericial, que se evite la con-
f rontación visual del testigo con el inculpado, utili-
zando para ello cualquier medio técnico o audiovi-
sual que haga posible la práctica de esta pru e b a. 

Estas reglas reconocen que para lograr la tutela
de la víctima y la eficacia del proceso, debe admi-
tirse, como dato incontrovertible, la asimetría que
existe entre el autor del hecho y la parte ofendida,
brindando a ésta un escenario procesal que sin de-
bilitar el principio de inmediación y las garantías de
la defensa, se evite, nuevamente, que las reglas tra-
dicionales del proceso legitimen la impunidad y re-
victimicen a las personas menores de edad cuya
dignidad se ha conculcado a través de la ESC. 

5.2.5. Normas sobre la intervención de las comu-
nicaciones en ESC

La intervención de comunicaciones orales es
una de las medidas de investigación más impor-
tantes en relación al control y represión de las figu-
ras delictivas relacionadas con la ESC de personas
menores de edad. Delitos como el proxenetismo,

la corrupción, elaboración y producción de porno-
grafía con utilización de imágenes de personas
menores de edad, el tráfico y la trata de personas,
en las que las víctimas sean personas menores de
edad son, de tal gravedad, que requieren la inter-
vención de las comunicaciones orales como instru-
mento indispensable en la persecución y contro l
de una criminalidad tan compleja y oculta como
las acciones en que las personas menores de
edad se convierten en un “negocio lucrativo”. 

Se justifica, siempre y cuando se ajuste tal inter-
vención a los principios de pro p o rc i o n a l i d a d3 2 y con-
t rol judicial. La intervención no puede decretarse por
meras conjeturas o sospechas infundadas; se re-
q u i e re una autorización constitucional y un desarro-
llo legislativo. La práctica de esta medida re q u i e re
e s c rupulosidad, aplicando procedimientos de auten-
ticación adecuados, asegurándose que el juez efec-
tivamente mantenga un control efectivo sobre su
ejecución, que en algunos casos puede pro l o n g a r s e
durante viarias semanas o meses. 

5.2.6. Pautas de investigación policial en los de-
litos de ESC de personas menores de edad.
Utilización del agente encubierto.

En la región no es necesario, por el momento,
p romulgar una ley que defina las funciones de un
agente encubierto de la forma en que se ha re g u l a-
do en Alemania y la Arg e n t i n a3 3, sin embargo, se
pueden utilizar los mismos procedimientos de inves-
tigación que se desarrollan en la investigación de dro-
gas. El agente policial desarrolla una estrategia que le
p e rmite comprobar el elemento subjetivo del infractor,
sin convertirse, por supuesto, en un provocador o

31 Con base en las recomendaciones del Convenio Europeo sobre Indemnización a las víctimas de delitos violentos (1983) y la Declaración de la
Asamblea General de las Naciones Unidas (1985), orientadas hacia un mejor trato a la víctima, se propone, entre otras medidas, a fin de evi-
tar la victimización secundaria, que declaren en salas separadas del acusado, así como la posibilidad de declarar por video y el resarcimiento
de los gastos que se le hayan ocasionado. Ver Larrauri, Elena . “Victimología: presente y futuro”- Ed. Temis. 1993- p.77. 

32 Frente a una garantía individual tan importante como la intimidad, que es lo que se limita con la intervención de comunicaciones orales, su
aplicación debe ajustarse a los criterios que definen la proporcionalidad, que supone el cumplimiento de las siguientes exigencias: 1-Actuar so-
bre base de una sospecha de intensidad relevante. Exige situaciones de sospecha, cuya naturaleza e intensidad varía según el medio que se
utilizará. 2-Indispensabilidad de la medida para la investigación. Este criterio se refiere a la necesidad de la medida, determinando si la inves-
tigación se frustraría en caso que no se decrete la intervención de comunicaciones orales. Requiere una valoración concreta del estado de la
prueba. La necesidad de la intervención, al igual que la detención, requiere la valoración de la gravedad del hecho, que en el caso de las per-
sonas menores de edad es evidente. 3- Debe existir una adecuada proporción entre la intromisión en el derecho, en este caso, la intimidad, la
gravedad de los hechos a investigar y la pena a imponer. Estos criterios exigen, como es evidente, una aplicación casuística.

33 El agente encubierto, según se establece en la jurisprudencia de estos países, se encuentra bajo un estado de necesidad justificante cuando
en sus actividades de investigación pueda incurrir en una acción que se considere formalmente delicitiva. Este tipo de investigador requiere
una alteración oficial de su identidad. En realidad son informantes que penetran la organización y que como agentes policiales interrogan,
sin limitaciones, al sospechoso e ingresan a los domicilios, sin mandato judicial explícito.
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instigador del delito, porque en tal hipótesis, excede-
ría los límites que deben orientar la acción policial
en un Estado democrático. El investigador policial
puede penetrar el círculo en el que se desarrolla la
acción delictiva, comprobando, previamente, que
existen indicios fundados que demuestran que los
sospechosos incurren en actividades criminales sin
necesidad de ser instigados o pro v o c ados por la au-
toridad policial; éste sólo comprueba el curso de la
actividad delictiva que el sujeto activo, sin ningún
estímulo extraño, ya había venido desarrollando
espontáneamente. El agente policial puede desa-
rrollar diversos actos de investigación que le permi-
ten comprobar que los sujetos se dedican al trasie-
go y elaboración de pornografía o a la ejecución
de acciones vinculadas con la explotación sexual
comercial; puede presentarse como cliente o como
colaborador, desarrollando el mismo tipo de estra-
tegia que se utiliza en la investigación de los deli-
tos de narcotráfico. 

Este procedimiento de investigación, que no es
realmente un genuino agente encubierto, que no sus-
cita graves interrogantes constitucionales; se puede
convertir en un instrumento de investigación que le
daría mayor eficacia a la re p resión de los actos vincu-
lados a la ESC de personas menores de edad.

5.3. Política criminal y sanciones. Pena privativa
de la libertad. 

Los nuevos conceptos que se han introducido en el
d e recho internacional sobre los derechos humanos,
el protagonismo de la víctima en el proceso penal
m o d e rno, el principio de tutela judicial efectiva como
valor que se había ignorado en los modelos de enjui-
ciamiento criminal inquisitivo, el abandono de una vi-
sión eminentemente privada de los delitos sexuales
en perjuicio de personas menores de edad, el debili-
tamiento de la familia como área de dominio patriar-
cal que excluye al Estado y la sociedad, son factore s
que han propiciado una transformación decisiva del
bien jurídico que se protege en los delitos vinculados
con la ESC de personas menores de edad. 

Todas las transformaciones culturales que se han
reseñado, inciden decisivamente en los pre s upuestos
socio-políticos y culturales que requiere una políti-
ca criminal orientada hacia la protección de las
personas menores de edad. La definición del bien
jurídico, la determinación de las acciones punibles,
así como de las sanciones aplicables, requieren un
enfoque diferente, cuyo contenido responde a un
enfoque más claro y definido sobre la dignidad de
la persona menor de edad, el bien jurídico tutela-
do y el principio de proporcionalidad.

A partir del supuesto sobre el carácter fragmen-
tario del derecho penal34, debe asumirse que los
bienes jurídicos que se tutelan en todos los tipos
penales vinculados a la ESC son fundamentales.
La dignidad, la libertad y la indemnidad sexual de
las personas menores de edad, el reconocimiento
internacional y constitucional del interés superior
del niño/a, son valores que justifican su tutela pe-
nal. No se trata de valores que puedan ser eclipsa-
dos por la trascendencia de la familia o que se ubi-
quen, estrictamente, en la esfera privada, como se
ha hecho tradicionalmente.

Las conductas vinculadas con la ESC atentan
contra principios fundamentales, constituyendo,
además, los ataques más intolerables frente a va-
lores en los que existe un indiscutido interés social.
Por esta razón todas las conductas mencionadas
deben sancionarse con la pena de prisión, al igual
que se hace con los ataques más graves contra la
salud, la vida o la propiedad. La tutela a la digni-
dad e indemnidad sexual de las personas menores
de edad, forma parte de los valores que constitu-
yen una ética social fundamental y que merecen la
tutela de la norma penal. Se trata de un bien jurí-
dico que cumple con la triple cualidad que propo-
ne Mayer: 1) es merecedor de protección; 2) nece-
sita protección; y 3) es capaz de protección35.

La inadmisibilidad y gravedad de los ataques
contra la dignidad y la indemnidad sexual de las

34 El carácter fragmentario del derecho penal implica que sólo se reprimen las acciones más graves contra los bienes jurídicos más importantes.
Muñoz Conde, Francisco. “Introducción al Derecho Penal”- Ed. Bosch. España. 1975. p. 71. En los delitos vinculados a la ESC de personas me-
nores de edad, es evidente, aunque no lo ha sido en el pasado, que se tutelan bienes jurídicos de especial trascendencia, en cuyo caso se jus-
tifica la intervención del derecho penal. 

35 Muñoz Conde, Francisco. Ob. Cit.- p. 72.
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personas menores de edad, se encuentran dentro
de los presupuestos que justifican la intervención
del derecho penal como la ultima “ratio legis” y co-
mo expresión del principio de intervención mínima.
El monto de la pena que corresponde a los delitos,
debe ser proporcional a la trascendencia y grave-
dad del atentado al bien jurídico.36 Se impone en

esta hipótesis, un trato punitivo que permita impo-
nerle a cada infractor, la sanción que merece. Se-
ría contrario al principio de justicia y proporcionali-
dad, prever una sanción que no guarde consonan-
cia con la magnitud y trascendencia de la lesión al
bien jurídico.

36 Las penas deben ser proporcionales a la entidad y gravedad del delito cometido, sin que se justifique una sanción que exceda la trascenden-
cia del daño ocasionado por el delito. Muñoz Conde, Francisco. Ob. Cit. - p.78. 

“ De conformidad con la normativa internacional relacionada con la
ESC, los Estados deben tomar en cuenta que:

• La ESC de personas menores de edad es considerada una grave violación a sus derechos humanos;
su silencio o aquiescencia no reduce o atenúa la gravedad y trascendencia de la acción lesiva.

• La ESC lesiona bienes jurídicos de la persona y de irrenunciable tutela como lo son la vida, la
integridad personal (física, psíquica/emocional, sexual), la libertad, la imagen y la dignidad de
las personas menores de edad.

• Las diferentes manifestaciones de la ESC requieren una respuesta punitiva, pues su gravedad jus-
tifica la utilización del Derecho Penal conforme a los principios de subsidiariedad y “ultima ratio”.

• Las penas a imponerse por estos delitos deben corresponder a la gravedad de las conductas tipi-
ficadas, según lo exige el principio de proporcionalidad entre sanción y trascendencia del bien
jurídico tutelado. 

• La tentativa debe ser sancionada.

• Los diferentes partícipes deben ser castigados de acuerdo con las reglas de la participación,
incluyendo a quien actúa como intermediario/a.

• La legislación penal debe contemplar normativa específica que reconozca los derechos de las víctimas
en el proceso penal, y eliminar aquellos mecanismos que propicien la impunidad de este tipo de crimi-
nalidad.” 

“OIT/IPEC. Explotación sexual comercial. Contenidos penales mínimos según las normas internacionales que
deben tener los códigos o leyes penales en materia de penalización de la explotación sexual comercial de per-
sonas menores de edad. Documento de trabajo con recomendaciones para los países de Centroamérica,
Panamá y República Dominicana”.
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Introducción

Durante los últimos años en la región de
América Central y República Dominicana, hemos
re-conocido la existencia y, gradualmente, la
gravedad del problema de la explotación sexual
c o m e rcial de niños, niñas y adolescentes3 8.
Múltiples estudios desarrollados en la región por
agencias internacionales, ONGs, universidades e
instituciones públicas, entre otras, dan cuenta de
que este problema se está produciendo en todos
los países y se evidencia a través de diversas ma-
nifestaciones como las relaciones sexuales remu-
neradas, los espectáculos sexuales y la pornografía
infantil y adolescente, la trata de personas
menores de edad con fines de explotación sexual,
la convivencia con residentes extranjeros y la pro-
moción del turismo sexual39.

La ESC es un problema complejo, no sólo por la
diversidad de sus manifestaciones, sino también
porque en él coinciden múltiples factores de índole
social, cultural, económicos (entre los que se
incluyen además factores como la globalización y
los avances tecnológicos)40, razón por la cual la
respuesta debe abarcar múltiples ámbitos de la
realidad social. Para incidir efectivamente en la
prevención y eliminación de la ESC, así como en la
adecuada atención a las víctimas es preciso clari-
ficar los diferentes ámbitos de intervención que a
su vez definen las instancias y sus responsabili-
dades en relación con la prevención y eliminación
del problema.

Prevención: la atención integral al problema de la
ESC requiere la acción y ejecución de actividades

en este ámbito. Desde un enfoque de los derechos
humanos, la prevención supone el ejercicio pleno
de todos los derechos por parte de las personas
menores de edad. Significa tanto la garantía y
efectivo acceso de los niños, niñas y adolescentes
a servicios de salud y educación, como el ejercicio
efectivo de su derecho a una familia, el acceso a
la justicia, el derecho a una vida sin violencia y el
derecho a la recreación, entre otros muchos.

Atención: Es nece-
sario garantizar a
las personas me-
nores de edad sus
d e rechos a una
vida sin violencia,
procurando en pri-
mera instancia la
i n s t i t u c i o n a l i z a c i ó n
de normas y pro-
cedimientos siste-
máticos de detec-

ción y registro de la problemática por parte de las
instancias responsables de proteger a las personas
menores de edad víctimas de ESC o en riesgo y de
allí la articulación de servicios para garantizar el
derecho a la vida y la protección frente al comer-
cio sexual que den paso al desarrollo de planes
para el ejercicio de todos los derechos como la
educación, la recreación, la participación, la con-
vivencia familiar, etc. Las acciones emprendidas
deben, además, ser objeto de seguimiento para
valorar su efectividad41.

Sanción: finalmente, en este ámbito lo que se
busca es determinar la responsabilidad criminal de

La re f o rma penal en materia de explotación sexual comercial 
de personas menores de edad 

en América Central y República Dominicana
Victoria Cruz López 37

37 Profesional en Derecho. Oficial del Proyecto Subregional ESC de OIT/IPEC
38 En adelante “ESC”.
39 Para profundizar sobre los hallazgos generales sobre este tema, véase OIT/IPEC “Explotación sexual comercial de personas menores de edad

en Centroamérica, Panamá y República Dominicana. Síntesis Regional” elaborada por Bente Sorensen y Cecilia Claramunt, San José, 2003.
40 Véase OIT/IPEC “Explotación sexual comercial. Guía de trabajo para proveedores/as y encargados/as de servicios dirigidos a personas meno-

res de edad víctimas” elaborado por Cecilia Claramunt, San José, 2003, págs. 9 y ss.
41 Idem, págs. 63 y ss.

Ámbitos de intervención 
contra la ESC
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la persona/as que ha explotado sexualmente a una
persona menor de edad. Hay que dejar muy claro
que los niños, niñas y adolescentes deben ser con-
siderados víctimas de la ESC y nunca deben ser
criminalizados, en ninguna medida, por las veja-
ciones de que fueron sujetos. Los responsables de
la ESC son las personas que directa o indirecta-
mente han participado en la ejecución de estos
crímenes en calidad de “clientes” explotadores,
intermediarios o facilitadores de la ESC. Las vícti-
mas tienen derecho a recibir un trato adecuado a
esa condición en los procesos judiciales y de inves-
tigación policial, además de recibir la atención
necesaria para restituirles en el pleno goce de
todos sus derechos y otorgarles las indemniza-
ciones civiles específicas por los daños y perjuicios
causados con la ESC.

Hay que señalar que el ámbito de la sanción es
muy importante en el tanto que combatiendo la
demanda atacamos directamente algunas de las
principales causas de la ESC, y con ello podemos
avanzar en la eliminación del problema. No quiere
decir esto que el ámbito de la sanción sea más
importante que los otros (prevención y atención),
ya que definitivamente la eliminación de la ESC
exige el trabajo integrado en estas tres áreas por
parte de las instituciones, las organizaciones y los
particulares.

2. Las normas de Derecho Internacional

Los países de nuestra región se han compro-
metido, a través de la firma y ratificación de instru-
mentos de derecho internacional, a legislar para
eliminar la ESC. Estos instrumentos expresamente
indican que la ESC debe ser sancionada penal-
mente (art. 7 Convenio 182 y art. 3 del Protocolo
Facultativo). 

El Protocolo Facultativo es además exhaustivo en
esta materia al establecer además la penalización de
la tentativa y la complicidad (art.3) e incluso la
responsabilidad penal de personas jurídicas, la
ampliación de la jurisdicción (art. 4) y de las causales
de extradición y colaboración entre los Estados para
investigar este tipo de delitos (art. 5 y 6). También
hay disposiciones referidas a la incautación y con-
fiscación de bienes y la aplicación de sanciones

administrativas. Los derechos de las personas
m e n o res de edad víctimas de ESC deberán ser pro t e-
gidos en todas las fases del proceso penal (art. 8 y ss).
Se promueve el fortalecimiento de la cooperación
internacional entre Estados (art. 10) para “...la
detección, la investigación, el enjuiciamiento y el
castigo de los responsables en actos de venta de
niños, prostitución infantil y utilización de niños en
la pornografía o el turismo sexual”.

La CDN exige a los Estados Parte su compro-
miso para que, a través de medidas de carácter
nacional, bilateral y multilateral, protejan a las per-
sonas menores de 18 años contra todas las formas
de explotación y abuso sexual, la venta y la trata y
cualquier otra forma de explotación (arts. 34, 35 y
36) que complementa y re f u e rza las norm a s
citadas.

Aún más, recientemente entró en vigencia la
Convención contra el Crimen Organizado, y particu-
l a rmente su Protocolo de Pa l e rmo, que contienen
n o rmas específicas relacionadas con la obligación
de los Estados de tipificar y perseguir estos delitos.

En el ámbito americano, la Convención
Interamericana sobre Tráfico Internacional de
Menores contiene un capítulo específico sobre
aspectos penales para “sancionar severamente”
los delitos que se contemplan en esta Convención.

En nuestra región, todos los países han ratifica-
do el Convenio 182 y la CDN y se está avanzando
en la ratificación del Protocolo Facultativo (sólo
falta República Dominicana) y la Convención con-
tra el Crimen Organizado (pendiente de ratifi-
cación por parte de Panamá y Re p ú b l i c a
Dominicana) y su Protocolo sobre Trata (ratificado
por Costa Rica, El Salvador, Nicaragua y
Guatemala) y la Convención Interamericana sobre
tráfico internacional de menores (ratificada por
Costa Rica y Panamá).

3. “Acuerdos de Octubre de 2003”

Tomando en cuenta estos compromisos y obliga-
ciones de carácter jurídico y los compromisos
políticos adquiridos por los Estados reunidos en los
dos Congresos Mundiales contra la ESC
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(Estocolmo, 1996 y Yokohama 2000), en octubre
del año 2003 el Programa IPEC/OIT y la ONG
ECPAT International convocaron a la “Reunión téc-
nica para la definición de contenidos básicos sobre
la explotación sexual comercial de niños, niñas y
adolescentes en las legislaciones penales y de
definición de un programa de trabajo estratégico
para apoyar la aprobación de dichas reformas en
cada uno de los países de Centroamérica, Panamá
y República Dominicana”.

La actividad reunió a 60 profesionales técnicos,
en su mayoría agregados al campo del derecho
penal y al tema de la promoción y defensa de los
derechos humanos de las personas menores de
edad y además ligados a los parlamentos o asam-
bleas legislativas de los países de América Central,
República Dominicana, México, así como repre-
sentantes de Estados Unidos y organismos de
cooperación internacional. 

El objetivo de la reunión era alcanzar un mínimo
estándar (contenido básico) sobre la ESC en las
p ropuestas de re f o rma legal penal de los países de
la región y elaborar un programa de trabajo
estratégico para apoyar la aprobación de la re f o r-
ma penal en cada país.

Tras el desarrollo de una discusión altamente
técnica para homogenizar los proyectos de refor-
ma a la legislación penal en materia de ESC en los
aspectos relativos a penas, tipos penales y princi-
pios generales, la retroalimentación de la experien-
cia y propuestas de reforma legislativa de cada
país con las experiencias de los demás países y de
los expertos invitados, y luego de dar a conocer los
avances y lecciones aprendidas en procesos de
reforma penal en otros países y regiones del
mundo se logró la definición de estos contenidos
mínimos, a los cuales los representantes de cada
país se comprometieron, por unanimidad, a dar
seguimiento. Estos son:

• Acuerdos alcanzados sobre: pornografía de
niños, niñas y adolescentes

Los tipos penales que tipifiquen y sancionen este
delito deben criminalizar como mínimo las siguien-
tes conductas: fabricación; producción; reproduc-

ción; difusión; exhibición; transporte; distribución;
tenencia; importación; exportación y comercio de
cualquier forma y por cualquier medio de
pornografía de niños, niñas y adolescentes hasta
los 18 años de edad.

Las penas a imponer por este delito no deberían
ser inferiores a 5 años de prisión y sería deseable la
imposición de otras penas accesorias (multa,
comiso de materiales, equipos y valores) e inclusive
sanciones de otra naturaleza, como las sanciones
administrativas. Conforme al principio de pro p o r-
cionalidad, las penalidades deben definirse con-
f o rme a la gravedad de cada conducta y la afec-
tación al bien jurídico tutelado, por ejemplo, la
penalidad debería ser distinta cuando se ejecuta la
acción de”fabricar” que cuando se ejecuta la
d e ” p o s e e r” pornografía infantil y adolescente.

Este delito debería contener además agravantes
relacionadas con el parentesco dentro de los gra-
dos de ley, la relación de autoridad, la discapaci-
dad u otra razón de vulnerabilidad de la víctima
que impida o inhiba su voluntad y la participación
en la comisión del delito de redes organizadas.

• Acuerdos alcanzados sobre: relaciones sexua-
les remuneradas y espectáculos sexuales con
personas menores de 18 años de edad 

El bien jurídico tutelado de estos delitos debería
ser la dignidad humana y el sano desarrollo sexual
de la persona menor de 18 años. La conducta con-
tenida en el tipo penal debe sancionar a quien
pague o prometa pagar en dinero u otra ventaja
de cualquier naturaleza a la víctima, o a una ter-
cera persona, para realizar actos sexuales o eróti-
cos. Se recomendó que el delito de espectáculos
públicos sea tratado en un tipo penal independi-
ente, constituyendo la conducta típica: “quien utili-
ce, con fines sexuales o eróticos, a personas
menores de 18 años en espectáculos públicos o
privados”.

La gravedad de estas conductas impone que la
sanción se aplique en todos los casos en que la
víctima sea simplemente menor de 18 años de
edad, según lo establecen los instrumentos inter-
nacionales como la CDN y el Convenio 182. La
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s a nción debería ser de un mínimo de 5 años, sin
posibilidad de pago de fianza o pago de multa y
debería agravarse dependiendo de la posición de
garante o la responsabilidad legal que tenga el
autor del delito frente a la persona menor de edad
víctima, por ejemplo cuando el delito es cometido
por un familiar, maestro o funcionario público.

Se señaló la importancia de que en la definición
de estos delitos se eliminen algunos conceptos
que, por imprecisos, lleven a ambigüedades y que
persisten aún en muchas legislaciones como: “sa-
tisfacer los deseos ajenos”, “ánimo de lucro”, “ser-
vicios sexuales” (confundiendo prostitución de
adultos con ESC), “consentimiento” (en el caso de
las personas menores de edad el consentimiento
es irrelevante en la configuración del tipo penal, ya
que el derecho a la protección es irrenunciable en
el marco de los derechos humanos). 

• Acuerdos alcanzados sobre: trata y tráfico de
personas menores de edad con fines de
explotación sexual comercial

En relación con esta forma de ESC se acord ó
que la definición de contenidos mínimos se limitaría
al delito de trata, que es el que se puede vincular
con la problemática de la ESC. El tipo penal debería
referirse directamente a la definición del artículo 3
del Protocolo de Pa l e rmo, que aunque compleja es
sumamente comprensiva de este fenómeno.

Se recomendó que la mejor técnica legislativa
para este delito es la de legislar un tipo penal bási-
co, en el que se contemple la trata de personas
adultas en relación con todas las formas de
explotación (sexual, servidumbre laboral, esclavi-
tud y formas análogas, extracción de órganos) y
considerar la trata de personas menores de edad
como un agravante por la edad del sujeto pasivo,
tomando en cuenta además que para que se con-
figure el delito en el caso de las personas menores
de edad no se requiere el engaño, el fraude, la
fuerza, la violencia, etc., solamente que se dé el
traslado con el fin de la explotación.

Quedó manifiesta la importancia de que en la
definición del tipo penal básico esté claro que este
delito se puede configurar tanto internacional-

mente (cruce de fronteras) como a lo interno de los
Estados (entre regiones de un mismo país). En
ambos casos se configura el tipo penal.

Para este delito también debería considerarse la
pena de privación de libertad y contemplarse otras
penas accesorias (multa, comiso, inhabilitación,
indemnización e interdicción civil). Entre las causas
agravantes de la sanción se debe establecer la
relación de parentesco o relación análoga, con-
vivencia, relación de tutor, encargado, el abuso de
confianza y autoridad, y además el hecho de que la
víctima tenga capacidades especiales o difere n t e s .

• Acuerdos alcanzados sobre: intermediarios de
la explotación sexual comercial de personas
menores de edad

Cada país debe tipificar las diversas actividades
de intermediación que se pueden dar en la
comisión de los delitos de ESC. Por ejemplo, la pro-
moción del turismo sexual puede quedar conside-
rado en la definición de proxenetismo, y la defini-
ción del tipo penal de pornografía con personas
m e n o res de edad puede abarcar a los interm e d i a -
rios, especialmente a través de la penalización de la
difusión de pornografía. Anexo al tipo penal de
espectáculos sexuales debería incluirse también un
tipo penal específico que reprima las acciones vin-
culadas con la promoción y organización de tales
actividades en las que se utilice a personas menore s
de edad para que realicen actividades sexuales o
eróticas. Incluir una amplia descripción de verbos
en los tipos penales puede incluir a los interm e d i a -
rios de la ESC como responsables de dichas con-
ductas, colocándolos, por disposición legislativa, en
la categoría de co- a u t o res del delito.

En todo caso, también debe prestarse atención a la
aplicación de las reglas sobre participación criminal,
p revistas en la parte general de los códigos penales. 

La pena por conductas tan graves como las de los
intermediarios debería ser privativa de la libertad,
considerándose para estos casos sanciones se-
veras, conforme a la trascendencia del bien jurídi-
co tutelado en estos delitos. Las sanciones impues-
tas deben evitar, hasta donde sea posible, la susti-
tución de la privación de libertad.
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Si el delito es una figura que protege específi-
camente a las personas menores de edad, ya
incluye la agravación por minoría de edad. Las
otras agravaciones deben contemplar las condi-
ciones personales del sujeto activo, tanto si se le
asigna una responsabilidad social específica (posi-
ción de garante) o una condición de dominación
sobre el sujeto pasivo.

• Acuerdos alcanzados sobre: reformas a la
parte general de los códigos penales y proce-
sales penales

También fueron discutidos algunos aspectos
procesales, uno de los cuales hace referencia al
tema de la prescripción. Se concluyó que en los
delitos sexuales de cualquier índole, en contra de
personas menores de edad, no debería existir la
prescripción o al menos la misma debe operar
como mínimo hasta diez años después de que la
víctima haya cumplido la mayoría de edad. El
propósito final es que operen, para los delitos de
ESC, plazos de prescripción lo suficientemente
amplios que posibiliten una tutela judicial efectiva
para los derechos de las víctimas. 

También se discutió y propuso la inconmutabi-
lidad de las penas en estos delitos, así como la
importancia y necesidad de que estos delitos sean
de acción pública.

Sobre el tema de las víctimas, tuvo gran rele-
vancia la obligación de los Estados de proteger a
todas las personas menores de 18 años por igual,
según lo que establecen las normas intern a-
cionales, particularmente la CDN y el Convenio
182, y en las que no se reconoce ningún tipo de
distinción por edad, raza, nacionalidad, sexo o
cualquier otra categoría para la protección de las
niñas, niños y adolescentes.

4. I Reunión Interparlamentaria de Centro-
américa, República Dominicana y Pa n a m á :
“Legislación y Trabajo Infantil”

Esta reunión fue coorganizada por IPEC/OIT, la
Organización de Estados Americanos (OEA) a
través del Instituto Interamericano del Niño y por el
Congreso de la República de Honduras en el mes

de marzo de 2004. Se contó con la presencia de
Parlamentarios de todos los países Centroame-
ricanos y, en dicho marco, se suscribió la
“Declaración de Tegucigalpa”. 

En este documento se hace referencia, entre
otros, al compromiso de los países con el combate
a la explotación económica y sexual y se acordó
adecuar los códigos penales para “establecer
como delitos penales las conductas relacionadas
con el sometimiento a la explotación sexual co-
mercial de niños, niñas y adolescentes de acuerdo
con las convenciones internacionales y los con-
tenidos mínimos acordados conjuntamente por
expertos legales y representantes de todos los paí-
ses de la región centroamericana en San José,
Costa Rica en octubre 2003.”

5. Avance de las reformas en la región

Costa Rica, El Salvador y Panamá cuentan
actualmente con reformas específicas en materia
penal referidas a la ESC. 

En el caso de Costa Rica en el año 1999 se
a p robó una re f o rma al Código Penal denominada
“Ley contra la explotación sexual de las personas
m e n o res de edad” (ley 7899) a través de la cual se
re f o rm u l a ron los delitos de agresión sexual.  Con
ello se eliminó del contenido de la ley conceptos
“sexistas y adultistas” y se amplía la protección a las
personas de ambos sexos como posibles víctimas de
estos delitos. Se cre a ron además delitos como el de
relaciones sexuales remuneradas con personas
m e n o res de 18 años, el delito de fabricación y pro-
ducción de pornografía infantil y adolescente y
difusión de pornografía a personas menores de
edad. Actualmente están en proceso legislativo
re f o rmas para penalizar la posesión de porn o g r a f í a
para uso privado y está pendiente la formulación de
re f o rmas en materia procesal penal. 

El Salvador aprobó por unanimidad en noviem-
bre de 2003 el Decreto 210 que reforma el Código
Penal y reformula algunos delitos relacionados con
los delitos de agresión sexual y criminaliza las
diversas conductas de ESC como la “inducción,
promoción y favorecimiento de actos sexuales o
eróticos”  y la “remuneración por actos sexuales o
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eróticos” de personas menores de 18 años, la
“determinación a la prostitución”, la pornografía
infantil y adolescente (ampliamente desde el que
fabrica, difunde, utiliza para la producción a per-
sonas menores de edad, como el que la ofrece,
distribuye o posea) y la trata de personas. Durante
el año 2004 se aprobó también una nueva refor-
ma al Código Penal de El Salvador por medio de la
cual se alcanzó la consideración legal del delito de
trata como una de las formas de crimen organiza-
do, con importantes consecuencias para facilitar
su investigación. 

Finalmente, Panamá aprobó la ley Nº 16 que
dicta disposiciones para la prevención y tipificación
de delitos contra la integridad y la libertad sexual,
y modifica y adiciona artículos a los Códigos Penal
y Judicial el 31 de marzo de 2004 y que entró en
vigencia el 5 de abril de ese mismo año.  Se trata
de una legislación amplia y novedosa que incluye
no solo la tipificación de los delitos de ESC, sino
que además contiene normas sobre la prescripción
de la acción, disposiciones procesales referidas a
la acción de oficio, la posibilidad de la investi-
gación por medio de agentes encubiertos, la elimi-
nación de la excarcelación y la extraterritorialidad
de la ley panameña en este tipo de ilícitos, entre
otras.  También hay disposiciones en materia de
protección a la víctima,  y mecanismos para el
desarrollo de acciones de prevención y erradi-
cación de los delitos de ESC. Por ejemplo se crea
la Comisión Nacional para la prevención de los
delitos de explotación sexual a la cual se le asignan
fondos propios para el financiamiento de sus
acciones. También se crea mediante esta ley una
división específica en la Policía Técnica Judicial,
especializada en la investigación de delitos de
explotación sexual.

Por su parte, Honduras, Guatemala y Nica-
ragua están desarrollando en el nivel nacional
sendos procesos de formulación, discusión y análi-
sis de proyectos de reforma penal en esta materia.
En estos procesos están involucrados muchos sec-
t o res sociales, entre ellos, las instancias públicas
responsables de la protección de los derechos de la
niñez y la adolescencia, otros organismos e institu-
ciones del estado; organizaciones no gubernamen-
tales y organismos de cooperación internacional. 

En Honduras se presentó a finales del mes de
m a rzo de 2004 el anteproyecto “Decreto de re f o r-
mas al título II de los delitos contra la libertad sexual
y la honestidad del Código Penal vigente”, que busca
adecuar el bien jurídico tutelado hacia la “Libertad e
integridad física, psicológica y sexual de las per-
sonas” y en el que se incluyen los delitos de ESC. En
esta re f o rma han participado activamente institu-
ciones estatales y ONGs agrupadas en la Comisión
Interinstitucional contra la explotación sexual comer-
cial de niños, niñas, adolescentes y mujeres de
Honduras. En la actualidad el Proyecto está en con-
sulta en la Sala Penal de la Corte Suprema de
J u s t i c i a .

En Guatemala está en el Congreso Nacional
en estudio un  proyecto de ley de re f o rma al
Código Penal para tipificar y sancionar severa-
mente estos delitos. El Grupo Articulador,
encabezado por la Secretaría de Bienestar Social
y acompañado por instituciones públicas, ongs y
o rganismos de cooperación están liderando este
p roceso ante el Congreso de la República. En el
mes de febre ro de 2005 fue aprobada una re f o r-
ma parcial al Código Penal para adecuar el deli-
to de trata de personas al contenido del Pro t o c o l o
de Pa l e rmo. 

Nicaragua por su parte ha desarrollado, a través
del Consejo Nacional de atención y protección inte-
gral a la niñez y la adolescencia, mociones para la
re f o rma del Proyecto de Código Penal que está
actualmente en la Asamblea Legislativa y que se
espera sea discutido en el año 2005, gracias al
interés de los/as legisladore s / a s .

Por último es importante hacer referencia a que
en el caso de República Dominicana, ya fue
aprobada en el año 2003 una ley especial sobre el
tráfico ilícito de migrantes y trata de personas (Ley
No. 137-03). Sin embargo es necesario trabajar en
la reforma a algunas disposiciones de esta ley para
que refleje de manera más precisa los contenidos
exigidos por las leyes internacionales, particular-
mente el Protocolo de Palermo, en el tema de la
trata de personas menores de edad. Finalmente, se
está iniciando un proceso para la formulación de
un proyecto de reforma al Código Penal en esta
materia.
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6. Conclusiones generales

La preocupación por el tema de la eliminación
de la ESC y de la necesidad de reformas la legis-
lación penal en esta materia es evidente, tanto por
la suscripción de compromisos técnicos y políticos
regionales y mundiales, como por el avance de las
reformas en algunos países para lograr la efectiva
sanción de las personas que explotan a los niños,
niñas y adolescentes en nuestra región.

Este compromiso surge del reconocimiento del
p roblema por los Estados y de la importante e inten-
sa labor que están desarrollando las comisiones
nacionales, las mesas de trabajo o los grupos o
f rentes contra la ESC constituidos en los países, a
través de los cuales se está coordinando el trabajo y
c o m p romiso de instituciones estatales de pro t e c c i ó n
a la niñez y la adolescencia, organizaciones no
g u b e rnamentales y organismos de cooperación
i n t e rnacional. 

Sin embargo, está claro que la aprobación de
leyes penales no es la panacea para eliminar la
ESC en la región. Hacen falta acciones para la pre-
vención del problema y para la atención de las per-
sonas menores de edad víctimas o en riesgo de
explotación. Sin embargo, la re f o rma a los
Códigos Penales o la promulgación de leyes espe-
ciales en esta materia son un paso muy importante
que los países deben tomar para enfrentar las defi-
ciencias o vacíos que hasta la fecha han imposibili-
tado el procesamiento y sanción de explotadores.
Además, junto con la adecuación norm a t i v a
deben darse reformas institucionales y procesos de
capacitación y sensibilización de los funcionarios
encargados de la aplicación de estas leyes, así
como la creación de una cultura de denuncia, por
parte de la sociedad en general, de las situaciones
de explotación sexual comercial de personas
m e n o res de edad en todos los países de la re g i ó n .

¿ Por qué es necesario reformar el Código Penal para penalizar 
la Explotación Sexual Comercial de niños, niñas y adolescentes?

• Actualmente la impunidad de los explotadores sexuales y de los intermediarios de la explotación es
muy alta, y las consecuencias en las víctimas son devastadoras, a su vez que la legislación actual
es muy imprecisa.

• Se trata de una forma de crimen organizado, vinculado en muchas ocasiones con otras figuras
delictivas como el narcotráfico.

• Es un compromiso adquirido al ratificar los diversos instrumentos jurídicos internacionales, como
la Convención y el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño, el
Convenio 182 de la OIT, la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada
Transnacional y su Protocolo sobre trata, entre otros.
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En el mes de octubre de 2003 se realizó en Cos-
ta Rica la “Reunión Técnica para la Definición de
Contenidos Básicos sobre la Explotación Sexual
Comercial de Niños, Niñas y Adolescentes en las
Legislaciones Penales”. Al participar en este even-
to diversos funcionarios y funcionarias de la región
centroamericana y del Caribe, se inyectó un ele-
mento motivador para impulsar las re f o rmas pe-
nales que permitieran sancionar a las personas
que comenten delitos vinculados a la explotación
sexual comerc i a l .

Para El Salvador se convirtió en ese momento
justo, para que de nuevo se discutieran reformas
que trataban el problema y que se habían propues-
to desde hace aproximadamente cinco años. El 12
y 13 de noviembre la OIT/IPEC realizó, en coordi-
nación con la Asamblea Legislativa, un Seminario
Taller con diputados y diputadas, quienes manifes-
taron su voluntad de incorporar tipos penales que
sancionaran conductas que vulneraban y violenta-
ban los derechos humanos de la niñez salvadore-
ña; por lo que se formó un Comité Técnico de tra-
bajo con asesores técnicos, diputados y diputadas
y el apoyo técnico del Programa IPEC.

El 25 de noviembre en sesión plenaria y por
unanimidad se aprobaron una serie de reformas
penales que modificaban sanciones, tipos penales,
y se incluían otros en el capítulo referido a Delitos
contra la libertad sexual de las personas, en el cual
están incluidos todos aquellos delitos que transgre-
den la indemnidad sexual y /o integridad sexual de
niños, niñas y adolescentes. 

Con estas reformas penales se ha dado un
avance importante, y ya se están abriendo las
puertas para la formación, capacitación, sensibili-
zación y fortalecimiento de las capacidades institu-

cionales, de manera que se implemente ade-
cuadamente la ley. Existe la convicción de que sin
este primer paso difícilmente se puede pasar a
otros niveles. 

Los bienes jurídicos que se están protegiendo
con estas reformas son: Derechos Humanos de ni-
ños, niñas y adolescentes; dignidad e integridad
personal, además de protección a una sexualidad
sana. En el caso de niñas, niños y adolescentes no
se protege la libertad sexual, sino su dignidad e in-
tegridad personal. 

Además se logró proteger a todas las personas
menores de 18 años, tal y como lo establece la
CDN y el Convenio 182 de la OIT ratificado por El
Salvador y que en su artículo 1 establece que se
deben adoptar acciones de protección inmediatas
y eficaces. Así mismo, todos los delitos vinculados
a explotación sexual comercial de niños, niñas y
adolescentes (NNA), con base en la investigación
del delito, pueden agravarse cuando además hay
concurso con el delito de violación. 

A continuación damos a conocer el texto actual
en relación con el tema de la ESC contenido en la
reforma aprobada en la Asamblea Legislativa, el
25 de noviembre del año 200343:

Se reformó: 

“¿Mínimos de mínimos? Sí, paso a paso lograremos nuestra meta
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“Inducción, promoción y favorecimiento de actos
sexuales o eróticos”
Art. 169.- El que promoviere, facilitare, adminis-
trare, financiare, instigare u organizare de cual-
quier forma la utilización de personas menores de
dieciocho años en actos sexuales o eróticos, de
manera individual u organizada, de forma públi-
ca o privada, será sancionado con pena de tres a
ocho años de prisión.
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En este artículo se incrementa la pena, pues an-
t e r i o rmente se sancionaba con pena de prisión de
dos a cuatro años, la agravante era cincuenta a
cien días multas, y hoy éstas se han establecido cla-
ramente en el artículo 173 B. Se protege a todas las
personas menores de 18 años y se incluyen verbos
que implican acciones vinculadas a consumar la ex-
plotación sexual comercial de niños, niñas y adoles-
centes, buscando sancionar al explotador. 

Se crea un nuevo artículo 169-A:

En este artículo se está sancionando al llamado
“ C l i e n t e - a b u s a d o r”. Esta conducta es nueva, pues
generalmente la persona que paga por abusar o ex-
plotar sexualmente de un niño, niña o adolescente
queda en la impunidad, por lo que esta re f o rma deja
c l a ro que quien busca, paga o que promete pagar se-
rá sancionado con una pena semejante al que explo-
ta. Es decir que se equipararon las sanciones para
ambas acciones tanto para el que paga como para
cualquier terc e ro que recibe el pago. En ningún caso
se sanciona a la víctima, solo al “cliente-abusador” .

Con respecto a la utilización de niños, niñas y
adolescentes para producir pornografía, se dieron
pasos importantes, así se reforma:

Este artículo sanciona todas las conductas des-
critas que posibilitan que personas menores de 18
años de edad sean utilizadas para pornografía. Es-
ta figura se amplió con nuevas acciones que posi-
biliten este delito y además se incrementó su san-
ción de tres a cinco años de prisión, la cual era de
seis meses a dos años en la legislación reformada.

Se reforma el artículo 173 Código Penal:

Es un artículo importante porque prevé las diver-
sas formas y manifestaciones que se van creando
en la utilización de niños, niñas y adolescentes pa-
ra la pornografía. Además, se observa un incre-
mento importante en la sanción que va de entre
seis meses a dos años, que antes estaba prevista
con sanción de treinta a sesenta días multa. Otro
aspecto que no era contemplado en la norma an-
terior, es lo relativo a las agravantes, que hoy se
aplican a este artículo, con base en el 173B.

En igual responsabilidad incurrirá quien con co-
nocimiento de causa autorizare el uso o arrenda-
re el inmueble para realizar cualquiera de las ac-
tividades descritas en el inciso anterior.”

“ Po rn o g r a f í a
Art. 172.- El que por cualquier medio directo, in-
clusive a través de medios electrónicos, fabricare,
t r a n s f i r i e re, difundiere, distribuyere, alquilare, ven-
d i e re , ofreciere, produjere, ejecutare, exhibiere o
mostrare, películas, revistas, pasquines, o c u a l-
quier otro material pornográfico entre menores
de dieciocho años de edad o deficientes mentales, 

será sancionado con prisión de tres a cinco años.
En la misma sanción incurrirá el que no advirtie-
re, de forma visible, sobre el contenido de las pe-
lículas, revistas, pasquines, o cualquier otro mate-
rial, inclusive el que se pueda transmitir a través
de medios electrónicos, cuando fuere inadecuado
para menores de dieciocho años de edad o defi-
cientes mentales.”

“Utilización de personas menores de dieciocho años
e incapaces o deficientes mentales en pornografía 
Art. 173.- El que p roduzca, re p roduzca, distribuya,
publique, importe, exporte, ofrezca, financie, ven-
da, comercie o difunda de cualquier forma, imáge-
nes, utilice la voz, de una persona menor de diecio-
cho años, incapaz o deficiente mental, sea en for-
ma directa, informática, audiovisual, virtual o por
cualquier otro medio en el que se exhiban, en ac-
tividades sexuales, eróticas o inequívocas de natu-
raleza sexual, explícitas o no, reales o simuladas,
será sancionado con prisión de seis años a doce.
Igual sanción se impondrá a quien organizare o
participare en espectáculos, públicos o privados,
en los que se hace participar a las personas seña-
ladas en el inciso anterior, en acciones pornográ-
ficas o eróticas.

“Remuneración por actos sexuales o eróticos
Art. 169-A.- El que pague o prometa pagar con
dinero u otra ventaja de cualquier naturaleza a
una persona menor de dieciocho años o a una
tercera para que la persona menor de edad eje-
cute actos sexuales o eróticos, será sancionado
con una pena de tres a ocho años de prisión.”
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Además se utilizan todos los posibles verbos-ac-
ciones que pudiesen constituir este delito. Se pena-
liza de igual manera a quien ofrezca como al que
financie. Se generalizó también para sancionar a
las personas que no organizan pero que si partici-
pan, por ejemplo en fiestas u otras actividades y
que alegan desconocer que se estaban explotando
a personas menores de 18 años de edad.

Se adicionan: 

Es un artículo nuevo y muy importante, pues tam-
bién se sanciona la posesión de material porn o g r á-
fico, para consumo personal o mera posesión, pues
en el caso de la explotación sexual comercial de ni-
ños, niñas y adolescentes el que posee este tipo de
material debe ser sancionado conforme a los instru-
mentos internacionales. Entonces en este fenómeno
también se está sancionado al que paga y consume.

Además, se introdujeron agravantes, relativas a
las relaciones de poder que pueda existir entre el
victimario y la victima, de la siguiente manera:

Se incorpora el artículo relativo a:

Este artículo es nuevo e importante, de protec-
ción general, y con agravante para el caso de per-
sonas menores de 18 años. La serie de verbos que
contiene garantiza procesar a los responsables de
todas las fases de ejecución del delito. Se sancio-
na también al que paga por comprar a una perso-
na, cuando se hace referencia al que acoja o re-
cepte. Se penaliza la promoción y favorecimiento,
con pena diferente al resto de acciones constituti-
vas del delito de trata de personas.

“Posesión de pornografía
173 A.- El que posea material pornográfico en el
que se utilice la imagen de personas menores de
dieciocho años, incapaces o deficientes mentales,
en actividades pornográficas o eróticas, será san-
cionado con pena de dos a cuatro años.”

Art. 173-B.- Los delitos a que se re f i e ren los artícu-
los 169 y 173 serán sancionados con la pena má-
xima correspondiente aumentada hasta en una
t e rcera parte del máximo establecido de la pena y
la inhabilitación del ejercicio de su profesión du-
rante el tiempo que dure la condena, si cualquiera
de las acciones descritas fuere realizada por: 
a . Ascendientes, descendientes, hermanos, adop-

tantes, adoptados, cónyuges, conviviente y fami-
l i a res hasta el cuarto grado de consanguinidad y
segundo grado de afinidad;

b . Todas las personas contempladas en el Art. 39
de éste Código;

c . La persona encargada de la tutela, protección o
vigilancia de la víctima; y,

d. Toda persona que prevaliéndose de la superio-
ridad originada por relaciones de confianza,
domestica, educativas, de trabajo o cualquier
otra relación.”

“Trata de personas
367 B.-El que por si o como miembro de una or-
ganización nacional o internacional con el pro p ó-
sito de obtener un beneficio económico re c l u t e ,
transporte, traslade, acoja o recepten personas,
d e n t ro o fuera del territorio nacional, para ejecu-
tar cualquier actividad de explotación sexual,
mantenerlas en trabajos o servicios forzados, en
prácticas análogas a la esclavitud, o para extrac-
ción de órganos, adopciones fraudulentas o cele-
bración de matrimonios forzados, será sanciona-
do con pena de cuatro a ocho años de prisión.
Cuando la víctima sea persona menor de diecio-
cho años o incapaz, la pena se aumentara hasta
en una tercera parte del máximo señalado. To d o
aquel que facilitare, pro m o v i e re o favore c i e re
cualquiera de las actividades anteriores será san-
cionado con pena de t res a seis años de prisión.
Cuando las acciones descritas se re a l i z a ren en lo-
cales comerciales o de cualquier naturaleza que
requiera permiso de autoridad competente, ésta
deberá revocarlo procediendo al cierre del mismo
de acuerdo al procedimiento establecido por la l e y.
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La República de Panamá ha suscrito y ratificado
diversos instrumentos internacionales  como la Con-
vención sobre los Derechos del Niño y el Convenio
182 de la OIT, que entre otras cosas, le obligan a
p roteger a todas las personas menores de 18 años
contra todas las formas de explotación y de abuso
sexual, así como a adecuar su legislación nacional
al marco jurídico internacional en esta materia.

En el cumplimiento de ese compromiso y con el
apoyo técnico de OIT/IPEC en el marco del Pro y e c-
to Subregional ESC, Panamá inició  en el mes de ju-
nio de 2003, un proceso de discusión y de consen-
so para la elaboración de un anteproyecto de ley de
re f o rmas penales en materia de explotación sexual
c o m e rcial de personas menores de edad, con la
participación de diversas instituciones gubern a-
mentales y de organizaciones de la sociedad civil.

En este marco, durante el mes de agosto de
2003, el equipo técnico realizó tres talleres de con-
sulta con representantes del sector  público y priva-
do, en los que se recogieron valiosos aportes e in-
formación  para la elaboración del anteproyecto
de ley de reformas a la legislación penal paname-
ña.  Una vez completada esta etapa, el equipo téc-
nico redactó un documento de anteproyecto de
ley, copias del cual fueron remitidas a las institucio-
nes y organizaciones participantes en el proceso de
reformas, quienes revisaron el documento e hicie-
ron llegar sus observaciones y recomendaciones.
Finalmente, en octubre de 2003 se realizaron tres
talleres de validación del anteproyecto de ley en las
Provincia de Panamá, Veraguas y Chiriquí, con la
finalidad de lograr el mayor consenso del mismo a
nivel nacional.  En esta etapa, el anteproyecto de
ley fue ajustado por el equipo técnico  a los conte-
nidos básicos mínimos acordados por los países
participantes en la Reunión Técnica realizada por
OIT/IPEC y ECPAT International, del 7 al 9 de oc-
tubre de 2003 en San José, Costa Rica.

Concluida la etapa de consulta y validación, el
anteproyecto de ley fue presentado a finales de no-
viembre de 2003 a la Ministra de la Juventud, la
Mujer, la Niñez y la Familia, autoridad a la que co-
rresponde la formalidad de presentar el antepro-
yecto de ley a la consideración del Consejo de Ga-
binete, para que éste le dé curso hacia la Asam-
blea Legislativa.  Sin embargo, este proceso no lo-
gró un trámite expedito por lo que a inicios de mar-
zo de 2004, y siendo que en la Asamblea se esta-
ba discutiendo en segundo debate un proyecto de
ley parcial sobre pornografía infantil, el Frente  Na-
cional contra la Explotación Sexual Comercial de la
Niñez y la Adolescencia desarrolló una nueva es-
trategia de trabajo con el objetivo de que se apro-
bara un proyecto integral acorde con la propuesta
que se había trabajado.

En este contexto, se desarrolló de un proceso de
búsqueda de concenso al interior de la Asamblea,
con la participación y asesoría del equipo técnico de
OIT/IPEC, de UNICEF, de la Defensoría del Pueblo y
del Ministerio de la Juventud, la Mujer, la Niñez y la
Familia. El resultado fue la fusión de  las dos pro-
puestas en un solo documento integral que contem-
pla aspectos sobre la sanción, la prevención, la pro-
tección de las víctimas y las políticas públicas. Este
p royecto fue discutido en segundo debate en la
Asamblea Legislativa durante la segunda y terc e r a
semana de marzo, que finalmente aprobó en terc e r
debate el miércoles 24 de marzo de 2004.

La ley aprobada contiene 5 capítulos: el primero
contempla las disposiciones generales sobre los ob-
jetivos y alcances; el segundo las disposiciones pe-
nales que se modifican y adicionan y que incluye to-
das las modalidades de ESC como son, entre otras,
la corrupción, la trata sexual, el turismo sexual, las
relaciones remuneradas con personas menores de
edad, la pornografía con personas menores de
edad, el uso de locales comerciales para la comisión

P roceso de Reformas Penales sobre Explotación Sexual Comercial 
en Panamá
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de estos delitos;  contiene además los tipos agra-
vados y las circunstancias agravantes. También in-
cluye este capítulo la modificación de la norma re-
lativa a la prescripción de la acción penal, que tra-
tándose de persona menor de edad, el término de
prescripción comenzará a contar a partir de que la
víctima cumpla la mayoría de edad.

El capítulo III de la ley contempla las disposicio-
nes procesales sobre personería procesal; procedi-
miento de oficio para la investigación de los deli-
tos; la exclusión del derecho de excarcelación en
estos delitos cuando las víctimas sean personas
menores de edad o personas con discapacidad; las
operaciones encubiertas para descubrir a los cul-
pables; los tribunales competentes; la cooperación
internacional y disposiciones en materia de extra-
dición.  Por otra parte, el capítulo IV de la ley esta-
blece medidas de protección a la víctima y la obli-
gación de los tribunales de ordenar que se indem-
nice a las víctimas, cuando se trate del delito de
trata de personas, entre otras cosas para cubrir los
costos de tratamiento médico o psicológico; de la
terapia y rehabilitación física y ocupacional; los
costos de transporte, de la vivienda provisional y
del cuidado de personas menores de edad que
sean necesarios; los ingresos perdidos o lucro ce-
sante; los honorarios de abogados/as; la perturba-
ción emocional, el dolor y el sufrimiento, así como
cualquier otra pérdida que sufra la víctima.

El capítulo IV de la ley establece las políticas pú-
blicas destinadas a la promoción y a la ejecución
de la ley una vez aprobada, entre ellas la creación
de la Comisión Nacional para la Prevención de los
Delitos de Explotación Sexual (CONAPREDES), co-

mo un organismo técnico-administrativo integrado
por instituciones gubernamentales y organizacio-
nes de la sociedad civil, cuyo objetivo será el estu-
dio de los mecanismos tendientes a la prevención
y a la erradicación de los delitos de explotación se-
xual. Se establece un fondo especial con los im-
puestos, multas y los dineros comisados según es-
tablece la ley, que se destinarán al financiamiento
de los planes y programas de prevención, capacita-
ción, atención, tratamiento y rehabilitación de las
víctimas.  Los impuestos que se crean mediante la
l e y, son el de 5% sobre el valor de cada video de cla-
sificación X para adultos que se alquile o se venda y
el impuesto de 1 dólar que deberá pagar toda per-
sona extranjera al salir del territorio panameño.

A grandes rasgos he sintetizado la nueva ley pa-
nameña contra la explotación sexual de personas
menores de edad, que sin duda representa un gran
avance en materia de protección integral para la
niñez y la adolescencia, pues incluye no solamen-
te la sanción, sino la prevención, la protección y
atención de las víctimas y las políticas públicas. Es-
to resulta apenas un paso más para saldar la deu-
da que tenemos con nuestros niños, niñas y ado-
lescentes, que son la esperanza de un mundo me-
jor.  Ayudémosles a llegar a la meta de la realiza-
ción de ese nuevo mundo, en el que brille la luz e
inocencia de sus ojos, la alegría de su sonrisa, la
pureza y la  ternura de su alma. Pongamos un al-
to a la explotación sexual comercial de la niñez y
la adolescencia pues, como dijo Albert Thomas,
primer director de la OIT, “La explotación de la in-
fancia constituye el mal más espantoso e insopor-
table para el alma humana”.
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En Honduras el tema de la explotación sexual
hasta ahora no ha sido visualizado como un pro-
blema social que lesiona gravemente los derechos
humanos, al especular con la miseria y las necesi-
dades de los miles de niñas y niños que se ven en-
vueltos en este fenómeno, debido en parte al des-
conocimiento y falta de experiencias, pero sobre
todo a la gran indiferencia que existe en torno a
este fenómeno por parte de la sociedad en su con-
junto. Esto facilita que niños y niñas se conviertan
en blanco fácil para este tipo de abusos, por su
condición de vulnerabilidad en un contexto de ca-
si una total desprotección. 

Por consiguiente, es urgente abordar la explota-
ción sexual comercial de nuestras niñas, niños y
adolescentes desde una amplia visión del contexto
en que ocurre, e implica también la revisión y re-
forma de nuestro ordenamiento jurídico, especial-
mente de aquellas leyes cuyo fin buscan la preven-
ción, sanción y erradicación de las distintas con-
ductas explotadoras. 

En tal sentido, nuestros países se encuentran
abocados a procesos de adecuación y re f o rma le-
gal en materia penal y administrativa, sustentados
en la normativa internacional aprobada en los últi-
mos años. Dichos procesos de re f o rma legal se han
d e s a rrollado dentro de un contexto integral y parti-
cipativo, buscando constituirse en un fundamento
jurídico adecuado para los programas de interv e n-
ción dirigidos a alcanzar los fines de pre v e n c i ó n ,
p rotección y re i n s e rción social de las víctimas.

El proceso de reforma penal en Honduras, se ha
impulsado en el marco del Plan de Acción Nacio-
nal contra la Explotación Sexual Comercial, cuya
formulación ha estado coordinada por la Comisión
de Niñez y Familia del Congreso Nacional, con par-
ticipación de instituciones del Estado y la sociedad

civil y con el apoyo técnico y financiero de varias
agencias de cooperación. Dicho Plan se ha erigido
en el instrumento que orienta las acciones en ma-
teria de políticas públicas, investigación, reforma
legal, prevención y atención, para combatir este
flagelo social.

La re f o rma penal ha constituido un proceso sus-
tentado en el análisis y estudio previo de la legisla-
ción internacional y nacional existente en el país, en
relación con el problema y del sistema institucional
de protección. A partir de los vacíos e inconsisten-
cias identificadas se construye una propuesta de re-
f o rma al Código Penal, fundamentada en la norm a-
tiva internacional, y desde la perspectiva de las víc-
timas, orientada en primer lugar a replantear el bien
jurídico protegido desde el enfoque de derechos hu-
manos, y en segundo lugar a establecer una estru c-
tura bajo la cual lograr una sistematización mas
adecuada de los delitos sexuales, diferenciando los
no comerciales de los comerciales, sin desconocer
la relación que entre unos y otros existe. 

Dicha propuesta se planteó en el marco de un
proceso participativo de consulta que permitió el
conocimiento, la reflexión, la sensibilización y la
discusión en torno a los nuevos conceptos, enfo-
ques, principios y disposiciones a considerar en la
tipificación de conductas penalizables, circunstan-
cias agravantes y penas a imponer. Es importante
mencionar que la participación en el estableci-
miento de un marco de contenidos penales míni-
mos y estrategias de acción para la región, incidió
positivamente en los procesos de reforma en los
países.

El proceso de consulta en Honduras involucró
diferentes instancias de carácter académico, como
la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional
Autónoma a través del Departamento de Derecho

P roceso de Reforma Penal contra la Explotación Sexual Comercial 
en Niños, Niñas y Adolescentes en Honduras
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Penal y el Postgrado en Derecho Penal y Procesal
Penal de Honduras; instancias del sistema de Jus-
ticia, como la Sala de lo Penal de la Corte Supre-
ma de Justicia, jueces, fiscales, forenses, y agentes
de investigación; instancias institucionales aseso-
ras, como la Comisión Jurídica Nacional, adscrita
a la Secretaria de Gobernación y Justicia, Institu-
ciones rectoras y ejecutoras de políticas sociales, y
consultores internacionales que a través de reunio-
nes y talleres de trabajo o que en calidad de exper-
tos en la materia penal, tuvieron la oportunidad de
conocer, pronunciarse y hacer observaciones y re-
comendaciones concretas a la estructura y conte-
nido de la propuesta, y en torno a la aplicabilidad
de tales figuras desde el punto de vista probatorio,
dando mayor peso sustantivo a la misma, hasta
obtener una versión final en carácter de Decreto de
Reforma al Titulo II del Código Penal vigente, que
se constituye en un Anteproyecto de Ley, con los
contenidos penales mínimos requeridos en esta
materia.

En cuanto a las estrategias para garantizar el
avance del proceso y la consecución de resultados,
sobretodo los referentes a la aprobación de dicho
anteproyecto, podemos señalar que las mismas
han sido consideradas desde el inicio de este pro-
ceso. Una estrategia muy importante que garanti-
za el avance del proceso de reforma, fue la confor-
mación de una Comisión de seguimiento y cabil-
deo, cuyas funciones son precisamente dar conti-
nuidad al proceso, promover y coordinar la partici-
pación de diferentes sectores, establecer alianzas
estratégicas, controlar los avances, documentar y
sistematizar los resultados en cada etapa.

Actualmente, en el seno de esa comisión, se ha
iniciado la socialización del anteproyecto con jóve-
n e s, a través de talleres de trabajo para lo cual he-

mos desarrollado una metodología adecuada, que
nos ha permitido promover la participación de las
redes juveniles e involucrarlos en forma activa, ob-
teniendo aportes significativos respecto a mensajes
y acciones a considerar para lograr la aprobación
del anteproyecto en mención.

Con esas experiencias y aportes, hemos logra-
do estructurar un Plan de Incidencia y Cabildeo
con actores claves, en que se contemplaron una
serie de acciones estratégicas dirigidas a lograr
la introducción y aprobación del Anteproyecto de
Reforma Penal. A mediados del año 2004, el
Proyecto fue presentado formalmente ante la
Asamblea Legislativa y como parte del proceso de
trámite está en consulta en la Sala Penal de la
Corte Suprema de Justicia.

La experiencia en su totalidad ha sido muy en-
riquecedora, al ir a través de este proceso de con-
sulta, sensibilizando y colocando el tema en las
agendas de diferentes sectores políticos, sociales y
económicos, y haber generado reacciones y actitu-
des favorables a la intervención del problema de la
explotación sexual comercial de nuestra niñez y ju-
ventud, a través de la vía represiva determinada
por el Código Penal, sin menoscabo de la vía pre-
ventiva mediante acciones de comunicación y
atención contempladas dentro del Plan de Acción.
El apoyo de las agencias de cooperación y la diná-
mica de trabajo de la comisión de seguimiento ha
sido vital para avanzar en forma planificada y ágil,
hasta lograr los resultados esperados y sin perder
de vista que aun falta mucho por hacer, pero que
el compromiso continúa, hasta incidir en una
transformación social sustentada en la Ley y el res-
peto a los Derechos Humanos.
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Las reformas en materia de penalización de la
explotación sexual comercial de personas menores
de edad en Guatemala han contado con el apoyo
conjunto de diversas instituciones públicas, organi-
zaciones no gubernamentales y organismos de
cooperación internacional que ha dado como
resultado una propuesta técnica y consensuada
para la inclusión de estos nuevos y graves delitos
en el Código Penal del país.

Actualmente la propuesta se encuentra en el
C o n g reso de la República en trámite de cono-
cimiento y discusión en tres comisiones legislati-
vas. La propuesta, en materia de explotación
sexual, contempla la inclusión de tipos penales
s o b re: actividades sexuales remuneradas, uti-
lización de personas menores de edad en elabo-
ración de materiales pornográficos, explotación
sexual de personas menores de edad mediante el
turismo, entre otros. Además se re f o rman otras
disposiciones tendientes a que la acción penal en
este tipo de ilícitos sea de acción pública e
i m p rescriptible. 

El proyecto de reforma también incluía el delito
de trata de personas, sin embargo, fue acogido y
aprobado en el mes de febrero un proyecto de
reforma al artículo 194 del Código Penal sobre
este ilícito. A continuación transcribimos el texto de
la reforma aprobada por el Congreso. Este, indu-
dablemente, es un paso muy importante en la ade-
cuación de las normas guatemaltecas a las obliga-
ciones asumidas por el Estado al firmar los instru-
mentos de derecho internacional. Sin embargo,
esta reforma sólo estará completa y tendrá un sen-
tido coherente en el contexto de la legislación
penal, una vez que el país logre adecuar el resto de
las normas penales por las cuales se definen y ti-
pifican los delitos de explotación sexual.

DECRETO 14-2005
El Congreso de la República de Guatemala

Considerando:
Que de conformidad con la Constitución Política
de la República es deber del Estado garantizar a

los habitantes de la república la vida, la libertad, la
justicia, la seguridad, la paz y el desarrollo integral
de la persona, principios que requieren de políticas
que combaten frontalmente y castiguen penal-
mente el crimen organizado y sus acciones.

Considerando:
Que la Convención de las Naciones Unidas contra
la Delincuencia Organizada Transnacional y el
Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la
trata de personas, especialmente mujeres y niños,
que complementa la Convención de mérito, son
instrumentos internacionales a los cuales el estado
de Guatemala se ha adherido y por consiguiente
tienen vigencia. 

Considerando:
Que es necesario adecuar la legislación interna a los
postulados de los instrumentos internacionales para
p romover la cooperación para prevenir y combatir
más eficazmente la delincuencia org a n i z a d a
transnacional y sus delitos, y así pre v e n i r, reprimir y
sancionar la trata de personas, especialmente
m u j e res, niños y grupos vulnerables de la población.

Por tanto:
En ejercicio de las facultades que le confiere el lite-
ral a) del artículo 171 de la Constitución Política de
la República:

Decreta:
Artículo 1. Se reforma el artículo 194 del Código
Penal, Decreto Número 17-73 del Congreso de la
República, el cual queda así:

“Artículo 194. Trata de Pe r s o n a s . Quien en
cualquier forma promueva, induzca, facilite, finan-
cie, colabore o participe en la captación, trans-
porte, traslado, acogida o recepción de una o más
personas recurriendo a la amenaza, al uso de la
fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al
fraude, al engaño, al abuso de poder, al plagio o
secuestro, o de una situación de vulnerabilidad o a
la concesión o recepción de pagos o beneficios
para obtener el consentimiento de una persona
que tenga autoridad sobre otra, con fines de

La Reforma Penal en Guatemala
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explotación, prostitución, pornografía o cualquier
otra forma de explotación sexual, será sancionado
condena de seis a doce años de prisión.
En igual pena incurrirá quien, valiéndose de las cir-
cunstancias expresadas en el párrafo anterior,
someta a otra persona a mendicidad, trabajos o
servicios forzados, matrimonio servil, adopción
irregular, esclavitud o prácticas análogas a ésta.
El consentimiento dado por la víctima de trata de
personas o su representante legal cuando se trate
de menor de edad, a toda forma de explotación
descrita, no se tendrá en cuenta como atenuante.
La pena se aumentará en una tercera parte cuan-
do la víctima fuere una persona menor de edad,
persona con discapacidad o de la tercera edad.
Cuando la víctima sea menor de edad se cometerá
este delito aunque no se recurra a cualquiera de
los medios enunciados en el párrafo primero de
este artículo.

Si en el hecho descrito la víctima resultara con
lesiones, la pena se aumentará hasta en dos ter-
ceras partes; en caso de fallecimiento de la víctima
se aplicará la pena que corresponda.”

Artículo 2. El presente Decreto entrará en vigencia
el día siguiente de su publicación en el Diario
Oficial.

Remítase al Organismo Ejecutivo para su san-
ción, promulgación y publicación.
Emitido en el Palacio del Organismo Legislativo,
en la Ciudad de Guatemala, el tres de febrero de
dos mil cinco.

Jorge Méndez Herbruger, Presidente; Luis
Fernando Pérez Martínez, Secretario; Carlos
Alberto Solórzano Rivera, Secretario. 

¿ Por qué es necesario reformar el Código Penal para penalizar 
la Explotación Sexual Comercial de niños, niñas y adolescentes?

• Tiene un efecto inhibidor en potenciales explotadores

• Los países que no penalizan la ESC serán considerados “paraísos sexuales” para los pedófilos 
conforme otros países establezcan sanciones penales severas.

• Para no alentar el desarrollo de una economía y negocios basados en la explotación 
de los niños y niñas.

• El desarrollo tecnológico genera cada día nuevas formas de explotación (por ejemplo, morphing)

• Por el derecho a la justicia de la víctimas
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La Comisión Nacional contra la Explotación Se-
xual Comercial de Personas Menores de Edad (CO-
NACOES), creada en el año 1999, tiene como mi-
sión propiciar y fortalecer la coordinación y articu-
lación interinstitucional, intersectorial e interdisci-
plinaria, para afrontar integralmente la problemá-
tica de la ESC de personas menores de edad.  La
CONACOES, a su vez, es una Comisión Especial
de Trabajo del Consejo Nacional de la Niñez y la
Adolescencia.

Esta Comisión está integrada por un número
importante de instituciones públicas y de organiza-
ciones privadas, así como por algunos organismos
de cooperación internacional, integración que da
cuenta de la complejidad del problema y de la ne-
cesidad de sumar esfuerzos, debido a que las solu-
ciones y los aportes deben venir desde muy distin-
tos ámbitos.  La CONACOES, a su vez, cuenta con
la presencia y participación activa de jerarcas de
instituciones estratégicas en la lucha contra la
ESC, lo cual garantiza que se convierta en una ins-
tancia de toma de decisiones y con un importante
grado de ejecutividad y operatividad.  Esta Comi-
sión es coordinada por la entidad rectora en el
campo de la niñez y la adolescencia, el Patronato
Nacional de la Infancia.

A finales del año 2003, con el objeto de posibi-
litar que los diferentes temas tratados fueran discu-
tidos con mayor profundidad y para facilitar el se-
guimiento a los acuerdos, se decidió establecer
subcomisiones de trabajo que corresponden a los
ejes temáticos que la comisión ha venido trabajan-
do.  Estas son: prevención y promoción; atención a
la víctima y a su familia y asuntos jurídicos.

En este último campo, si bien el país cuenta con
un marco jurídico bastante completo con la ley

contra la explotación sexual de personas menores
de edad (1999), subsisten aún algunas lagunas o
disposiciones normativas que imposibilitan que se
brinde una mayor protección a la población menor
de edad.  Esta subcomisión busca entonces plan-
tear y discutir acerca de la necesidad de llevar a
cabo reformas legislativas, impulsar estos proyec-
tos así como dar seguimiento al trámite legislativo,
que involucra labores de divulgación de informa-
ción, pronunciamientos, foros de discusión, entre
otros sectores clave como por ejemplo diputado-
s/as.  Los proyectos de ley dirigidos a la niñez y la
adolescencia son muy numerosos y el tránsito por
la Asamblea Legislativa es complejo y cambiante,
de allí la importancia de monitorear el estado de
los mismos.  

O t ro gran eje de trabajo de esta subcomisión
consiste en plantear e impulsar todas aquellas ac-
ciones que tiendan a fortalecer las capacidades ins-
titucionales para investigar y procesar a los explota-
d o res sexuales, como por ejemplo, acciones de ca-
pacitación a los órganos competentes, creación de
fiscalías y de unidades de investigación especializa-
das, realización de operativos y constitución de una
red nacional de los órganos de investigación.

Una de las primeras tareas que se atribuyó la
subcomisión, fue analizar los compromisos de Yo-
kohama y Uruguay para determinar si las acciones
que constan en el plan de trabajo inmediato de la
subcomisión, responden a las prioridades enmar-
cadas en ambos documentos.  Surge así la necesi-
dad de que la subcomisión asuma temáticas como
la protección a víctimas, la tramitación de asuntos
judiciales de delitos de explotación sexual contra
personas menores de edad, en cuanto a calidad
del servicio brindado y la eficiencia en el trámite en
relación con las víctimas.  

P rocesos de Reforma Jurídica 
en Materia de Explotación Sexual Comerc i a l
de Personas Menores de Edad en Costa Rica
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46 Abogada, Consultora Nacional de Costa Rica del Proyecto Subregional ESC, IPEC/OIT.
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Se analiza también la normativa más reciente de
p rotección a la niñez, como el Decreto que crea el
Frente Nacional contra la Pedofilia, con la finalidad
de conocer a fondo sus fortalezas y así incrementar y
orientar aún más la labor de la subcomisión, debido
a que este decreto amplía las acciones que el Estado
puede emprender en esta lucha, precisando compe-
tencias y ámbitos de intervención útiles, novedosos y
que responden a las necesidades nacionales.

En el mes de octubre del 2003, OIT-IPEC y EC-
PAT International llevaron a cabo una Reunión
Técnica para la definición de contenidos básicos
sobre la explotación sexual comercial de niños, ni-
ñas y adolescentes en las legislaciones penales.
OIT-IPEC presentó un documento que contenía un
análisis sobre aquellos contenidos que toda ley que
pretenda reprimir los delitos de explotación sexual
comercial, debe contener.  Se logró evidenciar que,
para el caso de Costa Rica, un gran vacío constitu-
ye la tipificación penal de la tenencia de pornogra-
fía, la trata interna y los delitos cibernéticos.

Otras lagunas que ha sido identificadas en el
país en torno de los delitos de explotación sexual
comercial, ya en la esfera procesal penal, son: la
falta de regulación en lo concerniente a secuestro
y comiso de bienes provenientes de los explotado-
res; la represión extraterritorial de los delitos sexua-
les contra personas menores de edad; la necesidad
de que estos delitos sean de acción pública y ten-
gan plazos más largos de prescripción.

La subcomisión de Asuntos Jurídicos estudia y
da seguimiento a los proyectos existentes en la co-
rriente legislativa, para ver cuáles de esos vacíos
normativos enunciados en los dos párrafos anterio-
res, están recogidos en los proyectos de ley presen-
tados, ya que son muy numerosos y provienen de
distintas instancias, lo cual dificulta su seguimien-
to y ocasiona que se presenten proyectos similares,
que bien podrían fundirse o complementarse antes
de ser presentados ante la Asamblea Legislativa.
También la subcomisión tiene como atribución,
analizar y discutir acerca de proyectos de ley nue-
vos que pueden ser presentados, en relación con
asuntos que no han sido abordados en ningún otro
proyecto.    

La experiencia desarrollada hasta la fecha, ba-
jo el esquema organizativo de subcomisiones, ha
demostrado ser un mecanismo eficiente y ágil de
trabajo, que permite cumplir con los objetivos
planteados desde la CONACOES.  Cabe re c o n o-
c e r, sin embargo, que es poco el tiempo transcu-
rrido y solo en un futuro próximo logrará determ i-
narse cuáles han sido los resultados obtenidos,
no solo en términos de seguimiento y monitore o ,
análisis y presentación de propuestas, sino en
cuanto a la presencia y papel activo que la sub-
comisión pueda tener, para ver su trabajo re f l e j a-
do en la efectiva aprobación de leyes y de pro g r a-
mas que amplíen el ámbito de protección a la ni-
ñez y la adolescencia. Auguramos desde ahora,
buenos re s u l t a d o s .

“Con base en el principio de igualdad y de no discriminación, la revisión
de la legislación penal desde la perspectiva de la ESC implica:

• La derogación y erradicación de normativa que distinga al sujeto pasivo del delito según su sexo. Por
ejemplo, en los delitos llamados “estupro” y “sodomía”, se hace una diferencia en la tutela de los
bienes jurídicos, según se trate de mujer o de hombre, donde éste ultimo normalmente tiene una tutela
mayor en razón del sexo.

“OIT/IPEC. Explotación sexual comercial. Contenidos penales mínimos según las normas internacionales que
deben tener los códigos o leyes penales en materia de penalización de la explotación sexual comercial de per-
sonas menores de edad. Documento de trabajo con recomendaciones para los países de Centroamérica,
Panamá y República Dominicana”.
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El interés de los medios de co-
municación por los temas rela-
cionados con la ESC ha produ-
cido una importante presencia
del tema en la agenda pública
nacional. 

En el ámbito judicial, el Ministerio Público, a tra-
vés de la fiscalía especializada está enfrentando
decisivamente la persecución de redes criminales
relacionadas directamente con la explotación se-
xual comercial de niños, niñas y adolescentes. Ac-
tualmente hay varias personas que están siendo
procesadas judicialmente y en espera de juicio, se
han sancionado con las penas máximas que per-
mite la legislación a explotadores individuales, así
como a turistas sexuales.

En diciembre de 2003, el gobierno aprobó un
Plan Nacional de Niñez y Adolescencia que in-
cluye un capítulo específico sobre el tema de eli-
minación de la ESC. También el sector privado
se ha sensibilizado mucho más sobre el pro b l e-
ma y recientemente se han firmado Códigos de
Conducta por la asociación de taxistas del aero-
puerto internacional así como por otras empre-
sas privadas relacionadas con esta industria. En
esta misma línea, se están ejecutando activida-
des para difundir el código de ética en el sector
turístico, particularmente en la región de Limón,
lugar en el que además el Proyecto ESC de OI-
T/IPEC está desarrollando un programa de aten-
ción para víctimas de ESC. La implementación
del programa está impulsando la creación de
una plataforma de servicios para coordinar la
colaboración entre las instituciones de diversos
s e c t o res (educación, salud, policía, etc.) de for-
ma tal que se puedan asegurar las opciones de
p rotección y los servicios que se re q u i e ren para
garantizar los derechos de los niños, niñas y
adolescentes víctimas de ESC en la región atlán-
tica del país. El país fue además la sede de la
Reunión de Seguimiento del II Congreso Mun-
dial contra la explotación sexual comercial de
América Latina y El Caribe, en la que se diero n
cita 23 países del hemisferio para analizar los
avances en la lucha contra la ESC.

El mayor logro alcanzado has-
ta la fecha en El Salvador, re-
lacionado con la eliminación
de la ESC, fue la aprobación
en el Parlamento, durante el

mes de noviembre de 2003, del Decreto Nº 210 de
Reforma al Código Penal en materia de delitos se-
xuales. Los cambios, referidos a la tipificación de
las conductas de ESC y su sanción, posibilitarán en
conjunto con otras acciones del Estado, la persecu-
ción y sanción de las personas que explotan a los
niños, niñas y adolescentes, particularmente por-
que los vacíos legales que existían habían imposi-
bilitado este objetivo. El reto actual es la puesta en
práctica de la ley, particularmente desde el punto
de vista de las actuaciones de la policía, el Minis-
terio Público y los Jueces, quienes son los principa-
les responsables de aplicar la ley penal. El Progra-
ma IPEC de la OIT en El Salvador ha realizado ta-
lleres para el sector de migración, para el judicial,
intercambiando experiencias con la entidad res-
ponsable de la persecución criminal en Costa Rica
y capacitaciones sobre instrumentos de derecho in-
ternacional relacionados con la temática.

En este país también se está avanzando en la
implementación de un modelo de atención directa
a víctimas de explotación sexual comercial que
promueve el ejercicio integral de los derechos de
las personas menores de edad.

Las autoridades del Gobierno
de Guatemala han expresado
su interés por combatir la ESC.
En el país se está implemen-
tando el Programa de Atención

Directa a víctimas de ESC con la ONG EC-
PAT/Guatemala, que está trabajando en la articu-
lación de mecanismos de coordinación con la Se-
cretaría de Bienestar Social y otras instituciones in-
dispensables para el establecimiento de una red
que brinde servicios de protección y atención a ni-
ños, niñas y adolescentes víctimas de explotación
sexual comercial. La atención directa está siendo
coordinada con Casa Alianza y la institución Mi
Hogar adscrita a la Secretaría de Bienestar Social.

L o g ros y avances en la lucha contra la ESC

Costa Rica El Salvador

Guatemala
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La situación de ESC y la trata de personas me-
nores de edad con fines de ESC es una situación
que merece mucha atención en el país, particular-
mente por el hecho de que las niñas, niños y ado-
lescentes víctimas deben disfrutar su derecho a la
convivencia familiar a la mayor brevedad, sin que
la institucionalización en albergues constituya una
respuesta a largo plazo. 

En Guatemala se está trabajando en la elabora-
ción y discusión de un proyecto de ley para modifi-
car artículos del Código Penal que posibiliten esta-
blecer todos los delitos relacionados con la ESC e
incrementar las sanciones a los explotadores. En
este sentido resulta muy importante el avance
logrado en relación con la modificación del artícu-
lo de trata de personas del Código Penal. La refor-
ma aprobada se realizó con el objetivo de adecuar
la norma nacional al Protocolo para Reprimir y
Sancionar la Trata de Personas de la ONU.

Finalmente, el compromiso en la lucha contra la
ESC está alcanzando a muchos sectores públicos
que están siendo informados y capacitados en su
papel para la eliminación de esta problemática,
como ha sido por ejemplo, el sector migración,
operadores de justicia, funcionarios que atienden a
personas menores de edad por parte de la Secre-
taría de Bienestar Social, entre otros.

El problema de la ESC ha sido
reconocido y está presente en
la agenda política del país. Se
ha creado, con la colaboración
y compromiso de muchos sec-
t o res gubernamentales y no

gubernamentales, la Comisión Interinstitucional
para la Erradicación de la Explotación Sexual Co-
mercial de Niños, Niñas y Adolescentes, que se en-
cargará de fomentar la aplicación de leyes y pro-
gramas de protección a las personas menores de
edad.

Se ha iniciado un proceso de coordinación en-
tre instituciones del Estado y organizaciones de la
sociedad civil para enfrentar el problema, informar
sobre la problemática, capacitar a sectores como
la policía y los agentes de migración, así como ac-
tividades de sensibilización. 

Una de las discusiones más importantes giran
en torno a la reforma al Código Penal en materia
de delitos contra la libertad sexual, con el propósi-

to de establecer nuevos delitos que respondan a la
criminalización de las diferentes manifestaciones
de la ESC así como el aumento de las sanciones a
los explotadores. El proyecto fue presentado a la
Asamblea Legislativa del país para ser discutido en
ese espacio nacional. En esta misma línea, se esta
promoviendo un importante proceso de capacita-
ción a fiscales, policías y jueces que conlleva ade-
más el intercambio de experiencias en materia de
investigación con otros países.

Sin embargo la situación sobre la protección y
atención de las víctimas sigue siendo un tema cru-
cial que requiere de más apoyo e inversión, parti-
cularmente por las difíciles condiciones socioeco-
nómicas que enfrenta esta nación centroamerica-
na que hace a los niños, niñas y adolescentes más
vulnerables ante los explotadores.

En el mes de noviembre de
2003, luego de un amplio pro-
ceso de consulta nacional desa-
rrollado desde inicios de ese
año, el Gobierno de este país, a
través del Consejo Nacional de
Atención y Protección Integral a

la Niñez y la Adolescencia (CONAPINA) aprobó y
publicó el “Plan Nacional contra la ESC de niños, ni-
ñas y adolescentes 2003-2008”. De esta manera,
Nicaragua ha cumplido su compromiso, adquirido
en el Primer Congreso Mundial contra la ESC en Es-
tocolmo (1996), sobre la elaboración del plan. El re-
to ahora es la efectiva implementación del Plan Na-
cional, con el apoyo y la colaboración conjunta de los
d i f e rentes sectores del Estado y de la sociedad civil. 

Es necesario además avanzar en las reformas
legales al Código Penal para que se produzca el
procesamiento y la sanción de explotadores, ya
que ante la debilidad y/o vacíos de la legislación no
ha sido posible que conocidos casos de ESC sean
debidamente sancionados.

Por otra parte, se tienen estimaciones de que cer-
ca de un millón de nicaragüenses han migrado del
país por razones de índole socioeconómica. Esta si-
tuación lamentablemente es aprovechada por trafi-
cantes que envuelven tanto a personas menores de
edad como adultas en diversas situaciones de explo-
tación, incluyendo la ESC. Con el propósito de con-
f rontar decididamente este fenómeno, se constituyó
una Coalición de Instituciones para el combate a la

Honduras

Nicaragua
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trata de personas, firmado por un gran número de
instituciones públicas y privadas en febre ro de 2004. 

O t ro aspecto positivo es el compromiso asumido
por el sector turístico de este país en la lucha contra
la ESC y los avances en la capacitación e inform a-
ción a sectores clave como migración y la policía.

El logro más importante alcan-
zado por este país en su objetivo
por prevenir y eliminar la ESC ha
sido la aprobación de la Ley 16,
en el año 2004, que dicta dispo-

siciones para la prevención y tipificación de delitos
contra la integridad y la libertad sexual, y modifica y
adiciona artículos de los Códigos Penal y Judicial. 

Esta ley es una herramienta más para la lucha
contra la ESC. El cambio legal es producto de un
amplio proceso de consulta nacional en relación
con el tema y particularmente del trabajo impulsa-
do por las instituciones que componen el Frente
Nacional contra la explotación sexual comercial y
no comercial (fundado en marzo de 2003) con re-
presentantes de la Asamblea Legislativa, Defenso-
ría del Pueblo, Policía Técnica Judicial, otras insti-
tuciones del gobierno, así como de la sociedad ci-
vil organizada y organismos internacionales.

En este contexto, el país ha iniciado un intenso
proceso de información y capacitación a sectores
como salud, migración, familia, judicial y de la po-
licía para conocer más ampliamente sus responsa-
bilidades para eliminar este flagelo.

La Comisión Interinstitu-
cional para la Eliminación
de la ESC está desarro-
llando diversas actividades
para combatir esta pro b l e-
mática, particularm e n t e

con el propósito de prevenir la llegada de turistas
sexuales al país. La oficina del turismo de Re p ú b l i-
ca Dominicana en Europa, en conjunto con asocia-
ciones de hoteles y restaurantes, ha distribuido in-
f o rmación sobre el problema en Ferias de turismo
en Europa. También se ha establecido colaboración
e n t re el Departamento de Policía y las Fu e rzas Ar-
madas para la conformación de la denominada
“ Policía Turística” que tiene el objetivo de colaborar
en la solución del turismo sexual y proveer orienta-
ción a personas menores de edad que han sido
atrapadas en actividades de explotación sexual co-
m e rcial. Han iniciado además Programas de Aten-
ción Directa para víctimas de ESC en Boca Chica y
Sosua con el apoyo técnico y financiero del Pro g r a-
ma de Duración Determinada de OIT/IPEC. 

También se está desarrollando en el país una
importante campaña de comunicación contra la
ESC para la sensibilización de la población y de los
turistas sobre esta problemática y la protección de
los niños, niñas y adolescentes frente a la misma. 

Panamá

República Dominicana

“Con base en el principio de igualdad y de no discriminación, la revisión
de la legislación penal desde la perspectiva de la ESC implica:

• La eliminación de conceptos sexistas que califiquen “moralmente” a la víctima. En los delitos de vio-
lencia sexual (especialmente en el denominado “estupro”) es posible detectar conceptos relacionados
con la tutela de la honestidad para que sea merecedora de tutela penal, lo cual convierte esta regu-
lación en discriminatoria y por lo tanto, en contradicción con la normativa de derechos humanos que
prohíbe la discriminación en razón del sexo, y la garantía de la igualdad ante la ley para todas las
personas, sin distinción de ninguna especie.”

“OIT/IPEC. Explotación sexual comercial. Contenidos penales mínimos según las normas internacionales que
deben tener los códigos o leyes penales en materia de penalización de la explotación sexual comercial de per-
sonas menores de edad. Documento de trabajo con recomendaciones para los países de Centroamérica,
Panamá y República Dominicana”.
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NICARAGUA
Sonia Sevilla

Consultora Nacional Proyecto Subregional ESC 
Tel/Fax (505) 2705212

(505) 2770806
email: ipec-tid-es@cablenet.com.ni

GUATEMALA
Contactar con: 

Bente Sorensen
C TA, Coordinadora del Proyecto Subregional ESC: 

Tel. (506) 2807223 
Fax (506) 2806991 

email: sorensen@sjo.oit.or.cr
Oficina Nacional de OIT/IPEC Guatemala:

Tel.(502) 3391226/9 
Fax (502) 3391231

HONDURAS
Rosa Corea

Consultora Nacional Proyecto Subregional ESC
Tel.(504) 2356070 
Fax (504) 2320157

email: rosa-ipechonduras@multivisionhn.net

COSTA RICA
Adriana Hidalgo

Consultora Nacional Proyecto Subregional ESC 
Tel. (506) 2807223
Fax (506) 2806991

email: hidalgoa@sjo.oit.or.cr

REPÚBLICA DOMINICANA
Dabeida Agramonte

Asistente Técnica TBP República Dominicana:
Tel. (809) 5086800
Fax (809) 5473190

email: dagramonte@oit.ipec.org.do

EL SALVADOR
Guadalupe Portillo

Especialista del TBP El Salvador 
en el tema de eliminación de la ESC

Tel.(503) 2757717 
Fax (503) 2633957 

email: portillog@integra.com.sv

PANAMÁ
Contactar con: 

Bente Sorensen
C TA, Coordinadora del Proyecto Subregional ESC: 

Tel. (506) 2807223 
Fax (506) 2806991 

email: sorensen@sjo.oit.or.cr
Oficina Nacional de OIT/IPEC Panamá:

Tel.(507) 2637580 
Fax (507) 2643797

COORDINACIÓN PROYECTO SUBREGIONAL ESC
Bente Sorensen

CTA, Coordinadora del Proyecto Subregional ESC 
Tel. (506) 2807223 
Fax (506) 2806991 

email: sorensen@sjo.oit.or.cr

Victoria Cruz
Oficial de Proyecto Subregional ESC

Tel. (506) 2807223
Fax (506) 2806991

email: cruzv@sjo.oit.or.cr

Para contactar el Proyecto Subregional ESC de OIT/IPEC puede hacerlo a través de:

Página web:  http: www.ipec.oit.or.cr/region/areas/esc/quienes.shtml
Correo electrónico:  esc@ipec.oit.or.cr

o directamente con:
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Enlaces de interés

 Proyecto Contribución a la prevención y eliminación de la explotación sexual comercial de personas menores 
de edad en Centroamérica, Panamá y República Dominicana 
http://www.ipec.oit.or.cr/region/areas/esc

 Programa Internacional para la Erradicación del Trabajo Infantil, Coordinación Subregional para América Central,
Rep. Dominicana, Haití y México 
http://www.ipec.oit.or.cr

 Boletín encuentros del Programa Internacional para la Erradicación del Trabajo Infantil -IPEC- en América Central,
Panamá, República Dominicana, México y Haití 
http://www.ipec.oit.or.cr/boletin/encuentros/

 Organización Internacional para las Migraciones 
http://www.iom.int/en/who/main_service_areas_counter_espanol.shtml

 Organización Internacional del Trabajo / Día Mundial contra el Trabajo Infantil 2003 
http://www.ilo.org/public/english/bureau/inf/events/cl2003/index.htm

 UNICEF 
http://www.unicef.org/spanish/

 Documentos del Relator Especial de la Comisión de Derechos Humanos sobre la venta de niños, la pro s t i t u c i ó n
infantil y la utilización de niños en la pornografía 
http://www.unhchr.ch/huridocda/huridoca.nsf/FramePage/Rappchildren+Sp?OpenDocument

 Localizador oficial de los sitios de los organismos del sistema de Naciones Unidas en la WEB 
http://www.unsystem.org/es/

 Convención contra el crimen cibernético de la Unión Europea
http://conventions.coe.int/Treaty/EN/cadreprincipal.htm

 INTERPOL 
http://www.interpol.int/Public/Children/Default.asp

 Oficina Europea de Policía 
http://www.europol.eu.int/

 Oficina para monitorear y combatir la trata de personas, Departamento de Estado de Estados Unidos 
http://www.state.gov/g/tip/

 Casa Alianza 
http://www.casa-alianza.org/ES/

 Boletín de Información de ECPAT Internacional No. 45 sobre reforma legal y legislación 
http://www.ecpat.net/es/Ecpat_inter/IRC/newsletters.asp?letterID=59

 You will be Caught: End Child Sex Slavery
http://www.thefuturegroup.org/youwillbecaught/#

 National Center for Missing & Exploited Children 
http://www.missingkids.org/missingkids/servlet/PageServlet?LanguageCountry=en_US&PageId=218

 Protection Project 
http://www.protectionproject.org/main1.htm
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La promoción del conocimiento como medio
para facilitar el intercambio y la reflexión de
ideas y facilitar la cooperación es una de las fi-
nalidades del Proyecto Subregional ESC. Aquí le
p resentamos una breve descripción de las publi-
caciones y materiales más recientes que han sido
p roducidos en el marco del Proyecto Subre g i o n a l
ESC y que puede obtenerlas a través de las siguien-
tes direcciones: 

esc@ipec.oit.or.cr y 
w w w. i p e c . o i t . o r. c r / re g i o n / a re a s / e s c / p u b l i c a c i o n e s . s h t m l

Explotación sexual comercial y masculinidad. Un
estudio regional cualitativo con hombres de la
población general.

Esta investigación tuvo como finalidad, abordar
el tema de la Explotación Sexual Comercial (ESC)
desde la perspectiva de la población masculina
general de forma tal que al investigar y conocer la
lógica y los factores que influyen en que muchas
personas, en este caso la población masculina
adulta, decidan buscar relaciones sexuales con
niños, niñas o personas adolescentes, resulta de
vital importancia para establecer pautas para el
trabajo preventivo y particularmente, para la cons-
trucción de campañas efectivas de comunicación.

El estudio revela que hay un alto nivel de to-
lerancia hacia la explotación sexual comercial de
niños, niñas y adolescentes en la población adul-
ta masculina a pesar de que implica un delito.
Los autores de la investigación, basada en gru p o s
focales y entrevistas con 445 hombres adultos de
la población general de Costa Rica, El Salvador,
Guatemala, Honduras. Nicaragua, Panamá y
República Dominicana, y de diferentes estratos
sociales, sectores y socio-económicos, apuntan a
que a pesar de que los “clientes” que tienen re l a-
ciones sexuales con personas menores de edad,
están incurriendo en una grave violación de los
d e rechos humanos, existe una alta tolerancia
hacia estas prácticas, y son interpretadas de
manera errónea como parte de los derechos que
tiene el hombre y del ser masculino, y no se tiene

conciencia de estar haciendo nada indebido.
E n t re las pautas y recomendaciones que pre s e n-
ta del estudio para prevenir la explotación sexual
c o m e rcial con la población masculina, se desta-
can las campañas masivas, “claras, directas y
explicitas”, dirigidas a la población masculina
re c o rdándoles que la explotación sexual comer-
cial es un delito y se paga con años de cárcel, así
como la creación de un programa sostenible de
Educación Sexual en la región para construir una
sexualidad masculina alternativa en la que las
personas sean tales y no meros instrumentos de
uso antojadizo.

Documento básico de información sobre la pro-
blemática de la explotación sexual comercial de
niños, niñas y adolescentes. Centroamérica, Pa-
namá y República Dominicana.

Este documento contiene información sobre la
p roblemática de la ESC en la región y busca, de
una manera sencilla y clara, responder a pre g u n-
tas como: ¿qué es la explotación sexual comerc i a l
de niños, niñas y adolescentes?, cuáles son los ti-
pos y modalidades y quiénes los responsables de
la ESC. Aborda también los factores que influyen
en esta problemática y los principios básicos en la
lucha por su eliminación.

Explotación sexual comercial. Contenidos míni-
mos en materia de penalización de la explota-
ción sexual comercial de personas menores de
edad, según las normas internacionales.

Este documento tiene como objetivo analizar,
mediante una propuesta jurídico penal, los conte-
nidos mínimos que deben contener las legislacio-
nes penales en nuestra región en materia de pena-
lización de las diferentes actividades de explota-
ción sexual comercial de personas menores de
edad partiendo de la normativa internacional y de
acuerdo con los enfoques de derecho y de género.
Este material tiene además el propósito de apoyar
a los países de la región en los procesos de re f o r-
ma penal que se están desarro l l a n d o .

Publicaciones y material informativo del Proyecto Subregional ESC 
de OIT/IPEC
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Commercial Sexual Exploitation of Children and
Adolescents in Central America, Panama and
Dominican Republic. Synthesis Report.

En el marco del Proyecto Subregional se desarro-
lló un estudio sobre la situación de la ESC en cada
uno de los países en los que se ejecutan actividades
del Proyecto, sea Panamá, Costa Rica, Nicaragua,
Honduras, El Salvador, Guatemala y República Do-
minicana. A partir de estos estudios se desarro l l ó
también una Síntesis Regional de la información re-
copilada y del análisis realizado por cada equipo de
investigación. De esta forma, se presenta inform a-
ción sobre las víctimas de la explotación sexual co-
m e rcial y sobre la percepción de la población adul-
ta obtenida por medio de la base de datos re g i o n a l
establecida a partir de las bases de datos naciona-
les. La síntesis regional fue publicada originalmente
en español y ahora se presenta su versión en inglés.

Directorios de instituciones que trabajan en la
eliminación de la explotación sexual comercial
de personas menores de edad en Centroamérica,
Panamá y República Dominicana

Estos directorios contienen información de con-
tactos y localización de ministerios, oficinas e insti-
tuciones públicas; ongs y organismos internaciona-
les relacionados con la eliminación de la ESC. Con
estas publicaciones se busca facilitar el fortaleci-
miento de las relaciones de cooperación y coordi-
nación que deben existir, tanto en el nivel nacional
como Subregional para lograr la eliminación de la
ESC de personas menores de edad. La actualización
de estos directorios se realiza periódicamente a tra-
vés de la Base de Datos Subregional que puede ba-
jarse desde el sitio WEB del Proyecto: http://www. i-
p e c . o i t . o r. c r / re g i o n / a re a s / e s c / d i re c t o r i o . s h t m l

• Compendio de normas internacionales relacionadas
con la prevención y eliminación de la explotación se-
xual comercial de niños, niñas y adolescentes

Esta publicación contiene la compilación de 28
instrumentos de derecho internacional: convencio-
nes, protocolos, recomendaciones y declaraciones
enlazados por un eje común: la protección dada
por el Derecho Internacional a los niños, niñas y
adolescentes frente a la problemática de la explo-
tación sexual comercial. 

Documento de Acuerdos de la Reunión Técnica
para la definición de contenidos básicos sobre la
explotación sexual comercial de niños, niñas y
adolescentes en las legislaciones penales y de de-
finición de un programa de trabajo estratégico
para apoyar la aprobación de dichas reformas en
cada uno de los países de Centroamérica, Pa n a m á
y República Dominicana.

Con el fin de apoyar a los países de la región en
sus esfuerzos por implementar los instrumentos in-
ternacionales que urgen la acción de los Estados
en materia de prevención y eliminación de la ESC
de niños, niñas y adolescentes, y dar efectivo cum-
plimiento a los derechos de la niñez y la adolescen-
cia, OIT/IPEC y ECPAT International convocaron
del 7 al 9 de octubre de 2003 en San José/Costa
Rica a expertos de la región y de nivel mundial, pa-
ra discutir sobre cuáles deben ser los contenidos
mínimos que deben tener las legislaciones penales
de la región para enfrentar la ESC. El documento
de acuerdos finales está disponible solamente en
versión electrónica a través de la siguiente dire c-
c i ó n : h t t p : / / w w w. i p e c . o i t . o r. c r / i p e c / c o m u n i c a c i o n-
/ p u b l i c a c i o n e s / re g i o n / Ac u e rd o s _ Re u n i o n _ Te c -
n i c a _ S u b re g i o n a l _ O I T _ I P E C _ E C PAT. P D F

¿Cómo trabajar estratégicamente con los medios
de comunicación? Recomendaciones para insti-
tuciones y organizaciones que trabajan en la
eliminación de la explotación sexual comercial
de personas menores de edad

Es necesario que toda la sociedad se involu-
c re tanto en la prevención como en la elimina-
ción de la ESC y se asuman los roles y re s p o n s a-
bilidades que a cada quien corresponden en el
combate a este problema. Uno de los medios
para lograr este cometido es a través del esta-
blecimiento de relaciones de trabajo con los me-
dios de comunicación social que propicien una
mejor y mayor información sobre la dimensión
del problema y el enfoque de las acciones a to-
m a r. Para lograr este objetivo este documento
brinda algunas herramientas técnicas que per-
mitan el fortalecimiento de las capacidades de
las ONGs y OG en cómo trabajar estratégica-
mente con los medios de comunicación en la lu-
cha contra este flagelo. 
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Boletín Temático No. 1 ¡Ya es hora!. “Pr o g r a m a s
de atención directa con enfoque de derechos hu-
manos para personas menores de edad víctimas
de explotación sexual comercial”, mayo de 2003

El primer boletín temático de la serie ¡Ya es hora!
a b o rda la temática de la atención de las personas me-
n o res de edad víctimas de ESC. Se exponen, a través
de la colaboración de varias investigadoras, re c o m e n-
daciones para la incorporación del enfoque de dere-
chos en programas de atención a víctimas de ESC.

Boletín Temático No. 2 ¡Ya es hora!. “El tráfico
de personas menores de edad con fines de explo-
tación sexual comercial” junio de 2003

En el marco de la celebración mundial del día
12 de junio de 2003 contra el trabajo infantil, la
OIT centró su atención en el tráfico de niños, niñas
y adolescentes para prevenir y poner fin a esta
práctica. Una de las modalidades del tráfico de
personas menores de edad se da en relación con
la explotación sexual comercial. Este boletín con-
tiene aportes sobre la temática y desde la visión de
diversas personas que en la región trabajan con es-
ta problemática. 

Explotación Sexual Comercial. Documentos de
trabajo. Reflexiones sobre programas de aten-
ción a víctimas

Este documento de trabajo contiene un conjun-
to de artículos relacionados con el tema de la aten-
ción a niños, niñas y adolescentes víctimas de la
explotación sexual comercial, la que constituye
una violación severa de sus derechos humanos y
una forma de explotación económica extrema. Los
artículos complementan el documento de OIT/I-
PEC “Explotación sexual comercial. Guía de traba-
jo para proveedores/as y encargados/as de servi-
cios dirigidos a personas menores de edad víctimas
(2003), el cual brinda lineamientos teóricos y prác-
ticos para establecer programas de atención incor-
porando el enfoque de derechos humanos.

Video/Documental “Ojalá fuera ficción”

El Proyecto Subregional ESC pretende colabo-
rar con la divulgación y sensibilización de las au-
toridades de los países centroamericanos sobre la
p roblemática de la trata de personas a través de
este video documental. El video fue producido en
Guatemala y cuenta con testimonios de víctimas
de la explotación y la trata de a región centro a m e-
ricana, quienes cuentan sus historias personales
d e s g a rradoras. 

Actualización de la página WEB y Base de Datos
http://www.ipec.oit.or.cr/region/areas/esc

Aquí encontrará información general sobre el
Proyecto ESC de OIT/IPEC. Además, concretamen-
te en materia de ESC existe un apartado específico
para cada uno de los países que componen el Pro-
yecto ESC, en el que se brinda información sobre
el contexto nacional en relación con el problema,
las áreas en que se pretende impactar y los logros
y avances en la lucha contra la ESC. 

También encontrará la normativa internacional
y de cada país relacionada con la ESC así como los
planes de acción sobre esta temática desarrollados
en cada país de nuestra región. En el apartado
“Publicaciones” encuentra, en versión PDF todas
las publicaciones realizadas y publicadas en el
marco del Proyecto ESC.  Las personas que acce-
dan a la página WEB también podrán instalar la
base de datos regional que se ha creado con infor-
mación actualizada de instituciones que trabajan
en la eliminación de la ESC, con la que se preten-
de apoyar y facilitar la cooperación horizontal en-
tre las instituciones de la región. La página tam-
bién contiene información sobre cómo contactar
con el proyecto y, finalmente, también aparece
una amplia lista de enlaces de interés. 

La página WEB está siendo actualizada periódi-
camente. Cualquier comentario, sugerencia o
aporte puede ser enviado al correo electrónico: 
esc@ipec.oit.or.cr 






